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RESUMEN 

 
La no sanción por las infracciones graves a la flora y fauna que se materializa 
con la declaración de nulidad colocó en situación de indefensión a la protección 
del medio ambiente. La creación de este desincentivo ambiental de evitar 
castigar conductas sancionables tiene, en este caso, una alta relevancia al 
generarse un daño gravoso al medio ambiente como es un derrame de 
hidrocarburos que tuvo como consecuencia la afectación a los recursos 
naturales, los cuales son utilizados como medio alimenticio para la población 
aledaña a los derrames de Imaza y Morona, así como la vulneración a su 
derecho a la salud. 

 
En ese sentido, lo lesivo, en este caso, fue declarar la nulidad de las 
infracciones ambientales probadas que tuvo como consecuencia la impunidad 
de los daños ambientales; sin tener en consideración que el TFA pudo optar 
por ejercer su función jurisdiccional y, resolver en función de los hechos y 
medios probatorios concernientes al caso. 

 
Por tanto, en el caso materia de análisis, debió prevalecer la protección al  
derecho al medio ambiente, por encima de los aspectos procedimentales; en 
razón de que, la finalidad del sistema de justicia ambiental debe ser contar con 
una fiscalización efectiva y razonable, que promueva la restauración ambiental,  
potencialmente disuasiva, que tampoco implique la parcialidad y la 
confiscatoriedad. 

 
 
Palabras clave 

Medio ambiente, derecho de defensa, daños ambientales, potestad 

sancionadora, proporcionalidad 
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ABSTRACT 

The non-sanction for serious infringements of the flora and fauna that 

materializes with the declaration of nullity placed the protection of the 

environment in a situation of defenselessness. The creation of this 

environmental disincentive to avoid punishing punishable behaviors has, in this 

case, a high relevance to generate a serious damage to the environment such 

as an oil spill that resulted in the affectation of natural resources, which are 

used as a food medium for the population surrounding the Imaza and Morona 

spills. as well as the violation of their right to health. 

 
In that sense, the harmful thing, in this case, was to declare the nullity of the 

proven environmental infractions that resulted in impunity for environmental 

damage; without taking into consideration that the TFA could choose to exercise 

its jurisdictional function and decide on the basis of the facts and evidentiary 

means concerning the case. 

 
Therefore, in the case under analysis, the protection of the right to the 

environment should prevail over procedural aspects; Because the purpose of 

the environmental justice system must be to have an effective and reasonable 

control that promotes environmental restoration, potentially dissuasive, that 

does not imply partiality and confiscation. 

 
 

Keywords 

Environment, rights of defense, environmental damage, power to impose 

penalties, proportionality
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I. INTRODUCCIÓN 

 
 

I.1. Justificación de la elección de la resolución 

 
Con ocasión del contexto ambiental actual, es de conocimiento que existe un 
alto riesgo de daños ambientales debido a que las empresas no adoptan 
medidas de prevención y control inmediatas ante eventos críticos como 
derrames de hidrocarburos. Al respecto, es el Organismo de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental (en adelante, el “OEFA”) la entidad encargada de 
supervisar y fiscalizar la ocurrencia de derrames, y, cuando corresponda, de 
sancionar la comisión de infracciones ambientales en el marco del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 

 
No obstante, si bien el fin principal de esta entidad es preservar el medio 
ambiente ante posibles daños, esta finalidad debe ser alcanzada en 
observancia con los principios del procedimiento administrativo sancionador 
que regulan nuestro marco normativo. 

 
En ese sentido, la elección de la Resolución N° 015-2019-OEFA/TFA-SE como 
resolución jurisdiccional para la sustentación de examen de grado se debe a su 
relevancia jurídico ambiental; específicamente, en los siguientes aspectos: i) la 
protección al derecho a la salud de forma integral, destacando la importancia 
de proteger la salud humana incluyendo los aspectos psicológicos y de 
bienestar social; ii) la probanza del daño real y potencial a la flora y fauna, y a 
la salud humana; iii) la valorización conjunta y no individualizada de los medios  
probatorios en el marco del derecho al debido proceso; y, iv) la delimitación de 
la vía procedimental aplicable, conforme con la normativa legal ambiental 
vigente durante la comisión de la infracción. 

 
Cabe resaltar la preeminencia de la Resolución, materia de discusión, en el  
contexto de aplicación del artículo 19° de la Ley que establece medidas 
tributarias, simplificación de procedimientos y permisos para la promoción y 
dinamización de la inversión en el país - Ley 30230 (en adelante, la “Ley 
30230”), mediante la cual se disponía que, durante el plazo de tres años, 
excepcionalmente el OEFA solo podía dictar sanciones contra ciertas 
conductas infractoras en materia ambiental. 

 
Así, se generaban incentivos perversos para la comisión de conductas 
infractoras en contravención del derecho a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de la vida. La Resolución antes referida es un ejemplo 
del resultado de la aplicación de esta norma; en razón de que, a pesar de la 
existencia de infracciones graves al ambiente, en la práctica, el administrado 
quedaba impune, y la comisión de daños ambientales no tenía consecuencias  
jurídicas trascendentes. 
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En efecto, el Tribunal Constitucional del Perú expresó opinión en las 
Sentencias Acumuladas N° 0003-2015-PI/TC y 0012-2015-PI/TC, respecto de 
la temporalidad de la disposición normativa al señalar que la Ley 30230 
establecía normas de naturaleza temporal. En ese sentido, conforme lo 
expuesto por el artículo 19° de la referida Ley, la regulación de promoción de 
las medidas correctivas sería válida por tres años desde la entrada en vigencia 
de la Ley 30230, es decir, desde del 12 de julio de 2014 al 12 de julio de 2017. 

 
En la misma línea, para efectos de este caso, el Tribunal afirma que el estándar 
relevante no presupone una naturaleza permanente, sino que incluye un plazo 
de aleccionamiento de tres años; por lo que, se buscaba introducir a los 
administrados a una conducta a favor del respeto al derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado, lo que se denominó la “fase estrictamente 
pedagógica”. 

 
Contrario a lo esperado, durante los años 2014 al 2017, periodo de aplicación 
de la Ley 30230, ocurrió un aumento porcentual en las conductas infractoras 
ambientales. A partir del Informe N° 553-2016-OEFA-OAJ emitido por el OEFA 
para dar opinión sobre el Proyecto de Ley 269/2016-CR “Ley que recupera las 
facultades sancionadoras del Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental – OEFA”, se evidenció que el porcentaje de incumplimientos 
incrementó significativamente, lo que se puede visualizar en el siguiente cuadro 
gráfico: 

 

 
Imagen N° 1. Gráfico comparativo de los incumplimientos antes de la Ley 

30230 y después de la implementación de la Ley 30230. Fuente: 
Informe N° 553-2016-OEFA-OAJ 

 
Al respecto, mediante el Informe N° 553-2016-OEFA-OAJ de fecha 14 de 
noviembre de 2016, el OEFA concluye que el ejercicio de la potestad 
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sancionadora del OEFA después de la vigencia del artículo 19 de la Ley 30230 
se encontraba limitada, toda vez que la autoridad fiscalizadora no podía aplicar  
sanciones en situaciones de degradación ambiental considerables. 

 
Como ejemplo de lo anterior, es el caso de los derrames ocurridos en el 
Oleoducto Norperuano (en adelante, “ONP”), en los que se ha atribuido 
responsabilidad a la empresa operadora del ducto, es decir, Petróleos del Perú 
o Petroperú S.A. (en adelante, “Petroperú”), por los incumplimientos al Plan de 
Contingencia contenido en el Instrumento de Gestión Ambiental que son de 
aplicación obligatoria, a partir de las emergencias ambientales, y debido a que 
no se han realizado esfuerzos para la limpieza ambiental; y, así, eliminar los  
hidrocarburos del suelo. 

 
De manera que, el objetivo de establecer un régimen de promoción de 
cumplimiento a la normativa ambiental a partir de la imposición de medidas  
correctivas no obtuvo resultados positivos. En contraste, la impunidad se vio 
facilitada al ser restringida severamente la capacidad de aplicar sanciones del 
OEFA, autoridad rectora de fiscalización ambiental. 

 
En ese sentido, es evidente que el artículo 19º de la Ley 30230 significó una 
merma en la institucionalidad ambiental. El Estado se vio privado de poder 
ejercer debidamente su función sancionadora al estar restringida su capacidad 
de imponer sanciones, en la búsqueda de una herramienta disuasoria ante la 
violación de normas ambientales. Por lo que, se ha demostrado que la 
impunidad no tiene como resultado un mejor desempeño ambiental (SPDA, 
2020, p. 24). 

 
 

I.2. Presentación del caso y análisis 

 
Durante el año 2016, ocurrieron dos derrames de hidrocarburos a lo largo de 
los tramos del ONP, el cual está a cargo de Petroperú, quien comunica estas 
ocurrencias ambientales al OEFA. Por este motivo, se efectuaron dos visitas de 
Supervisión Especial a las zonas próximas de las fugas de hidrocarburos en las 
áreas de Imaza y Morona; siendo que, como resultado de estas exhaustivas  
investigaciones, se descubrieron una serie de posibles violaciones de derecho 
administrativo. 

 
En consecuencia, el 17 de julio de 2019, la Dirección de Fiscalización, Sanción 
y Aplicación de Incentivos (en adelante, la “DFIAI”) emite la Resolución 
Directoral N° 1060-2019-OEFA/DFAI, resolvió declarar la responsabilidad 
administrativa de Petroperú por dieciséis (16) infracciones ocurridas producto 
de los derrames de Imaza y Morona; así como, el pago de una multa de hasta 
20,780.53 UIT y el cumplimiento de once (11) acciones correctivas. 
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Con fecha 9 de agosto de 2019, Petroperú interpone recurso de apelación  
alegando los siguientes argumentos: i) Afectación al principio de legalidad; ii)  
Vulneración al debido proceso al no realizar la desacumulación; iii) Vulneración 
al principio de la reformatio in peius; iv) Vulneración al principio de 
imparcialidad. 

 
En atención a la apelación interpuesta por Petroperú, el Tribunal de 
Fiscalización Ambiental (en adelante, el “TFA”), con fecha 6 de diciembre de 
2019, mediante Resolución N° 015-2019-OEFA/TFA-SE, resuelve confirmar la 
comisión de las infracciones N° 4 y 8 para Imaza y Morona; y las medidas  
correctivas N° 6 de Imaza, y N° 11 de Morona. 

 
Asimismo, se declaran nulas doce (12) conductas infractoras, infracciones N° 1, 
2, 3, 5, 6 y 7 para Imaza y para Morona; se revoca la comisión de las medidas  
correctivas N° 1, 2, 3 y 4 de Imaza, y N° 7, 8, 9 y 10 de Morona; y, se resuelve 
modificar la medida correctiva N° 5 de Imaza; en razón de la posible afectación 
al principio el debido procedimiento administrativo ante la ausencia de 
comunicación al administrado respecto de la determinación de la normativa y 
procedimiento aplicable sea el procedimiento ordinario o el procedimiento 
excepcional. 

 
A partir del alcance de esta resolución, se ha identificado como el problema 
principal definir si en un procedimiento administrativo sancionador en materia 
ambiental, se debe priorizar el cumplimiento de las reglas procedimentales, o,  
más bien debe prevalecer la protección al derecho a gozar de un medio 
ambiente sano y equilibrado. 

 
Para ello, se debe tener en consideración dos cuestionamientos 
controversiales; por un lado, el deber de la Autoridad Instructora de OEFA de 
comunicar al administrado la delimitación de la vía procedimental sea ordinaria 
o excepcional; y, por otro lado, considerar las consecuencias socioambientales  
derivadas del derrame de hidrocarburos, debido a la probada existencia de 
daños potenciales y reales a la flora y fauna, y a la salud humana. 

 
A su vez, se han identificado como problemas secundarios; primero, si es 
aplicable la desacumulación de las imputaciones infractoras en función de lo 
establecido en la Ley 30230; y, segundo, si la nulidad era la solución idónea,  
necesaria y proporcional para salvaguardar el derecho al debido proceso, 
considerando la grave vulneración al derecho a gozar de un medio ambiente 
sano y equilibrado. 

 
Respecto de la pregunta principal referida; si bien en el procedimiento 
administrativo sancionador se exige el cumplimiento de reglas procedimentales 
y principios administrativos para salvaguardar el derecho del administrado de 
acceder a un debido proceso; este deber de cumplimiento de la Autoridad no 
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debe tener como consecuencia la afectación al derecho a gozar de un medio 
ambiente sano y equilibrado, el cual es un interés colectivo y un derecho 
fundamental con protección constitucional que ha sido reconocido en el artículo 
2.22 de la Constitución. 

 
En virtud de lo cual, la responsabilidad de proteger y preservar el medio 
ambiente recae no solo en el Estado, sino en todos los miembros de la 
sociedad (Lozano, 2009, p. 216). 

 
En este contexto, el propósito de la protección contra daños ambientales es  
preservar los elementos del medio ambiente que son beneficiosas para el ser  
humano, esto significa que el daño debe tener un impacto adverso en los  
servicios ecosistémicos (Ramírez, 2018, p. 9). 

 
Este es un ejemplo del régimen de responsabilidad por infracciones 
ambientales, en el que, de acuerdo con lo mencionado por Egúsquiza y Aguilar, 
prima la prevención del interés público, el derecho a gozar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado, ante actividades de los particulares que 
puedan suponer un riesgo o peligro para el individuo (2013, p. 150). 

 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente respecto del daño ambiental y 
protección al medio ambiente, se ha acreditado la comisión de los hechos  
imputados a Petroperú, toda vez que no adoptó labores de mantenimiento en el 
ONP causando daño potencial y real a la flora y fauna, y salud humana; así 
como no realizó labores para contener y reducir los efectos negativos 
ocasionados por los derrames de Imaza y Morona. 

 
El hecho de que la DFAI consideró todas las pruebas presentadas por el 
administrado antes de emitir la Resolución Directoral demuestra que el acto 
administrativo tuvo una motivación adecuada y se llevó a cabo garantizando en 
todo momento el derecho de defensa del administrado. En razón de ello, en 
este caso concreto, debió prevalecer la protección al derecho al medio 
ambiente, por encima de los aspectos procedimentales. 

 
Con relación a los problemas secundarios, en primer lugar, la respuesta a la 
interrogante sobre las reglas del procedimiento administrativo sancionador y la 
categoría de las imputaciones en el particular, si es aplicable la 
desacumulación de las imputaciones infractoras en función de lo establecido en 
la Ley 30230, es afirmativa. 

 
En el caso materia de autos, se contempla la coexistencia de conductas 
infractoras que se enmarcaban en un procedimiento ordinario y otras en un 
procedimiento excepcional en función de su calificación o no como infracción 
que genera un daño real y muy grave a la vida y la salud de las personas, 
según lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 30230; por lo que, la Autoridad 
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Decisora debió proceder a desacumular las imputaciones en expedientes 
distintos, conforme con el numeral 2.4 del artículo 2 de la Resolución de 
Consejo Directivo Nº 026-2014-OEFA-CD. 

 
No obstante lo anterior, el Órgano Resolutivo del OEFA, es decir, el TFA, con 
los medios probatorios obtenidos durante el procedimiento, debió disponer la 
desacumulación de las imputaciones y ejercer su potestad sancionadora 
resolviendo, por un lado, las sanciones aplicables en el caso del procedimiento 
ordinario; y, por otro, las medidas correctivas en el caso del procedimiento 
excepcional. 

 
Para tal efecto, conforme con el literal c), artículo 11 de la Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental - Ley N° 29325 (en adelante, 
la “Ley del SINEFA”), el OEFA goza de la función sancionadora del sistema 
administrativo ambiental que comprende la facultad de imponer sanciones por 
el incumplimiento de las normas ambientales. 

 
Así pues, tal como lo expresa el TFA en la Resolución Nº 027-2017-
OEFA/TFA-SMEPIM, “la Constitución Política del Perú exige que el derecho al 
medio ambiente sea respetado por los individuos y protegido por el Estado”. 
Aunado a esto, se precisa que las autoridades tienen la responsabilidad de 
mantener los activos ambientales en las mejores condiciones posibles para el 
disfrute público, en razón del rol del Estado en la preservación del medio 
ambiente. 

 
En esa misma línea cabe precisar que conforme con las Resoluciones N° 116-
2020-OEFA/TFA-SE y Nº 568-2022-OEFA/TFA-SE, “el TFA es responsable de 
la interpretación de las disposiciones generales y restrictivas; así como de las 
obligaciones individuales relacionadas con el procedimiento administrativo 
sancionador, en el marco de la legislación de protección ambiental”. En ese 
sentido, el TFA debió establecer garantías que aseguren la no concurrencia de 
daños futuros. 

 
En ese sentido, lo lesivo, en este caso, fue declarar la nulidad de las 
infracciones ambientales probadas que tuvo como consecuencia la impunidad 
de los daños ambientales; sin tener en consideración que el TFA pudo optar 
por ejercer su función jurisdiccional y, resolver en función de los hechos y 
medios probatorios concernientes al caso. 

 
Segundo, la respuesta a la interrogante de si la declaración de nulidad era la 
solución idónea, necesaria y proporcional para amparar el derecho al debido 
proceso del administrado, es negativa, en tanto, se afectó un bien jurídico 
constitucionalmente protegido como es el derecho a gozar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado. 
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Por lo expuesto, conforme con el principio de proporcionalidad, la sanción 
impuesta debe corresponder a la gravedad de la conducta infractora; y ser lo 
suficientemente severa para prevenir que el infractor se beneficie de su 
actuación ilícita (Granados y Villa, 2013, p. 47). 

 
En primer lugar, respecto del análisis de idoneidad, la declaración de nulidad de 
las conductas infractoras es idónea. Se tiene como objetivo que el administrado 
tenga conocimiento certero de la vía procedimental y sea viable la correcta 
determinación de responsabilidad administrativa sin vulnerar el principio del  
debido proceso. 

 
Por tanto, debido a que en el presente procedimiento administrativo 
sancionador no se cumplió con informar las infracciones imputadas y el 
correcto procedimiento administrativo en el que se encausaba, la declaración 
de nulidad buscó proteger el derecho al debido proceso del administrado 
(Petroperú); por lo que se cumple con la relación entre el medio adoptado y el  
fin propuesto. 

 
Luego, se procede a realizar el análisis de necesidad. En materia de análisis, la 
declaración de nulidad era un medio necesario para alcanzar el objetivo, la 
protección del derecho al debido proceso. 

 
Al examinar si existían otros medios alternativos igualmente eficaces o que 
sean menos gravosos para obtener el mismo fin; de una comparación entre 
medios, se puede concluir que no existían otros medios que hicieran posible 
proteger el derecho al debido proceso; en razón de que en el presente caso no 
se determinó la delimitación de la conjunción de las vías procedimentales sean  
ordinarias y excepcionales, afectando el derecho del administrado de conocer 
las reglas aplicables con la debida anticipación y diligencia. 

 
Finalmente, aplicado el análisis de necesidad, el siguiente paso del test de 
proporcionalidad, de acuerdo con lo expresado en la sentencia recaída en el 
Expediente N° 579-2008-PA/TC, consiste en determinar el peso o 
trascendencia de los principios jurídicos en conflicto. Por lo que, se debe 
cumplir con la ley de la ponderación que establece que, cuanto mayor es el  
grado de insatisfacción o afectación a un principio, tanto mayor tiene que ser la 
satisfacción de otro. 

 
En el caso particular, ocurrieron dos derrames de hidrocarburos a lo largo de 
los tramos del ONP, los cuales suscitaron daños potenciales y reales a la flora,  
fauna y salud humana en las zonas contiguas a los derrames de petróleo crudo 
en Imaza y Morona. La gravedad de los daños generados dejó en evidencia 
que Petroperú no ejecutó de manera inmediata las acciones para contener la 
situación de derrame y atenuar los efectos negativos. 
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En ese sentido, teniendo en cuenta lo mencionado por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la “CIDH”), la preservación 
del medio ambiente es un derecho fundamental para la conservación de la 
humanidad, y, la garantía de su contenido legal es una herramienta esencial 
para el disfrute del derecho a la salud (2020, p. 31); por lo que la degradación 
al medio ambiente tuvo como consecuencia daños irremediables en las 
personas. 

 
Asimismo, en virtud de los medios de prueba obrantes en el expediente 
administrativo, sí se configuraron los elementos constitutivos de daños 
ambientales, conforme lo dispuesto en el artículo 142° de la LGA; razón por la 
cual el TFA debió considerar la probanza de los daños socioambientales al  
momento de resolver la declaración de nulidad de doce (12) infracciones. 

 
Por otro lado, se debe tener en cuenta que, la demora en la determinación de 
la responsabilidad administrativa había implicado ya una mayor lesividad al 
medio ambiente, considerando que los daños ambientales no pudieron ser 
remediados en su momento y cuya afectación se había prolongado en el 
tiempo; lo que sería agravado con la declaración de nulidad. 

 
De modo que, en efecto, la declaración de nulidad de las conductas infractoras  
era idónea y era necesaria; no obstante, respecto del subprincipio de 
proporcionalidad en sentido estricto, el derecho a un medio ambiente adecuado 
y equilibrado resulta altamente afectado a través de la declaración de nulidad 
del TFA, en comparación con el grado de satisfacción del derecho al debido 
proceso del administrado. En atención a lo cual, la decisión final del TFA no 
cumple con el test de proporcional en razón de la grave vulneración al derecho 
al medio ambiente. 

 
 
II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 

 
 

II.1. Antecedentes 

 
Petroperú es una empresa que opera la actividad de transporte de 
hidrocarburos a través del ONP, el cual se extiende a lo largo de los 
departamentos de Loreto, Amazonas, Cajamarca, Lambayeque y Piura. Al 
respecto, en el año 2016, acontecieron dos derrames de hidrocarburos en los  
tramos del ONP. El primero, con fecha 25 de enero de 2016, en el distrito de 
Imaza del departamento de Amazonas; mientras que, el segundo, con fecha 3 
de febrero de 2016, en el distrito de Morona del departamento de Loreto. 

 
A raíz de lo anterior, Petroperú comunica la ocurrencia de los daños 
ambientales al OEFA, y tiene como consecuencia; por un lado, la verificación 
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del derrame de Imaza del 27 al 29 de enero de 2016, y del 13 al 17 de febrero 
de 2016, por parte de la Dirección de Supervisión del OEFA quien efectúa dos 
visitas de supervisión especial. 

 
Por otro lado, para la revisión de lo sucedido en el derrame de Morona, del 6 al 
11 de febrero de 2016, y del 14 al 18 de febrero de 2016, la Dirección de 
Supervisión del OEFA efectúa dos visitas de supervisión especial para el 
monitoreo de agua, flora, fauna, sedimento y suelo a los lugares aledaños a los 
derrames de hidrocarburos. En efecto, durante las visitas de campo, se 
detectaron hallazgos de presuntas infracciones ambientales administrativas. 

 
En ese contexto, es importante recordar que durante el año 2016 se 
encontraba vigente la Ley 30230, promulgada el 12 de julio de 2014, mediante 
la cual se establecían medidas tributarias, simplificación de procedimientos y 
permisos para la promoción y dinamización de la inversión en el país; con el  
objetivo de promover la inversión ante el desplome del costo internacional por 
los metales. 

 
Por lo que, los hechos del caso se originaron durante la vigencia del artículo 
19° de la Ley 30230, mediante la cual se determinó que el OEFA solo podía 
sancionar infracciones en materia ambiental de forma excepcional. En ese 
sentido, según el aplicable jurídico, se podían distinguir dos tipos de 
procedimientos, esto es, el general u ordinario y el especial. 

 
Detallando lo anterior, el procedimiento ordinario consistía en el procedimiento 
general cuya declaración de responsabilidad administrativa podía tener como 
consecuencia la sanción con multa, siendo posible su tramitación cuando los  
hechos infractores se caracterizaban por ser; en primer lugar, infracciones de la 
máxima gravedad que ponen en peligro la vida y la salud humana; segundo, 
actividades realizadas sin instrumento de gestión ambiental o la autorización de 
inicio de operaciones; tercero, en supuestos de reincidencia. 

 
Por otro lado, el procedimiento especial era aplicable para aquellos 
procedimientos, en los que luego de determinada la responsabilidad del 
administrado, solo cabía la imposición de una medida correctiva. 

 
 

II.2. Hechos relevantes del caso 

 
A raíz de los hechos antes descritos, con fecha 16 de julio de 2018, mediante la 
Resolución Subdirectoral N° 2057-2018-OEFA/DFAI/SFEM, la Subdirección de 
Fiscalización en Energía y Minas de la DFAI inicia el procedimiento 
administrativo sancionador contra Petroperú. 
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Luego, con fecha 17 de julio de 2019, la DFAI emite la Resolución Directoral N° 
1060-2019-OEFA/DFAI (en adelante, la “Resolución Directoral”), mediante la 
cual se declara la responsabilidad administrativa de Petroperú por dieciséis 
(16) infracciones ocurridas producto de los derrames de Imaza y Morona. 

 
Asimismo, la Autoridad Decisora sanciona a Petroperú con la imposición de 
una multa ascendente a 20,780.53 UIT; y ordena el cumplimiento de once (11) 
medidas correctivas. 

 
Al respecto, las conductas infractoras antes mencionadas respecto de los 
hechos detectados, siendo ocho (8) infracciones como consecuencia del 
derrame de Imaza por incumplimiento a lo establecido en el PAMA del ONP al 
no realizar acciones de mantenimiento del ONP; asimismo, por no adoptar las 
acciones para controlar y minimizar los impactos ocasionados por el derrame, 
generando daño potencial y real a la flora y fauna, así como a la salud humana. 
Las restantes ocho (8) infracciones como consecuencia del derrame de 
Morona, de equivalente complejidad. 

 
Posteriormente, con fecha 9 de agosto de 2019, Petroperú interpone recurso 
de apelación contra la Resolución Directoral N° 1060-2019-OEFA/DFAI, 
alegando, entre otros, los siguientes argumentos. 

 
Primero, se alega una vulneración al principio de legalidad; al no haberse 
probado objetivamente que los derrames hubieran generado un daño muy 
grave a la vida o a la salud de las personas, conforme con el requisito 
establecido en el artículo 19 de la Ley 30230. 

 
Segundo, se solicita se revoque la Resolución Directoral al haberse vulnerado 
el debido proceso por no cumplir con realizar la desacumulación de las 
imputaciones, tal como lo exige el numeral 2.4 del artículo 2° de la Resolución 
de Consejo Directivo N° 026-2014-OEFA/CD. 

 
Tercero, se aduce una vulneración al principio de la reformatio in peius, debido 
a que la DFAI emite una nueva resolución sancionatoria declarando 
nuevamente la responsabilidad administrativa por los derrames de 
hidrocarburos. 

 
Cuarto, se manifiesta una vulneración al principio de imparcialidad por parte de 
las autoridades intervinientes en el caso, el órgano instructor y el órgano 
decisor, en razón de que la audiencia de informe oral se realizó bajo un 
enfoque de persecución. 

 
Quinto, se señala la ruptura del nexo causal, al haberse probado objetivamente 
que los eventos de derrames de hidrocarburos habían sido eventos 
irresistibles, producto del deslizamiento y del proceso de abrasión de origen 
natural. 
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En atención al escrito de apelación interpuesto por Petroperú, con fecha 6 de 
diciembre de 2019, mediante Resolución N° 015-2019-OEFA/TFA-SE, el TFA 
resuelve confirmar la comisión de las conductas infractoras N° 4 y 8 para Imaza 
y Morona; y las medidas correctivas N° 6 de Imaza, y N° 11 de Morona. 

 
Asimismo, se declararon nulas las conductas infractoras N° 1, 2, 3, 5, 6 y 7 
para Imaza y Morona; y se revoca la comisión de las medidas correctivas N° 1,  
2, 3 y 4 de Imaza, y N° 7, 8, 9 y 10 de Morona. Además, se resuelve modificar  
la medida correctiva N° 5 de Imaza. 

 
Acorde con el análisis del TFA, primero, respecto de la transgresión al principio 
de legalidad, se verifica si en el presente procedimiento administrativo 
sancionador, los hallazgos detectados generaron un daño real a la salud de las  
personas que permitan la aplicación de la vía procedimental elegida; esto es, si 
era aplicable la excepción recogida en el literal a) del artículo 19 de la Ley 
30230 que exige que las imputaciones generen un daño real y muy grave a la 
vida y a la salud de las personas; y que la vulneración sea individualizada, 
objetiva y debidamente acreditada. 

 
Así, luego del análisis de la documentación empleada por la DFAI, se confirma 
la probanza de la ocurrencia de un daño muy grave a la salud humana, dado 
que se pudo constatar la existencia de menoscabo a la salud de las personas 
en sus componentes: i) bienestar físico, ii) bienestar mental, y iii) bienestar  
social. 

 
Por tanto, se concluye la confluencia de los requisitos establecidos legalmente 
para determinar la responsabilidad administrativa de Petroperú. Por esta razón, 
se desestima los argumentos esbozados por Petroperú respecto de la 
vulneración al principio de legalidad. 

 
Segundo, en relación con la vulneración al debido proceso, el TFA precisa que 
la tramitación adecuada de los procedimientos administrativos sancionadores 
parte de la determinación y diferenciación strictu sensu de la vía procedimental  
aplicable al caso concreto. 

 
En materia de autos, la TFA fundamenta que la SFEM (Autoridad Instructora) 
omite indicar la coexistencia de las vías procedimentales ordinaria y 
extraordinaria, lo que acarrea la existencia de un vicio trascendental, debido a 
que conforme con lo dispuesto en el artículo 5.2 del Reglamento del 
Procedimiento Administrativo Sancionador del OEFA, aprobado por Resolución 
de Consejo Directivo N° 027-2017-OEFA (en adelante, el “RPAS”), se establece 
la necesidad de poner en conocimiento del administrado no solo los cargos que 
se le imputan, sino también la normativa aplicable. 
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A saber, se advierte que la Autoridad Instructora determinó la responsabilidad 
administrativa de Petroperú por conductas infractoras no advertidas en la vía 
procedimental ordinaria, sin comunicar esta decisión al administrado. 

 
Asimismo, se contemplan incongruencias ante la confluencia de infracciones  
con distinto régimen jurídico. Se exige establecer la desacumulación y 
tramitación con carácter independiente de las infracciones, distinguiéndose el  
procedimiento aplicable en ordinario y excepcional. 

 
Por ende, el TFA resuelve declarar la nulidad de las conductas infractoras N° 1, 
2, 3, 5, 6 y 7 correspondientes a los derrames de Imaza y Morona por la 
vulneración al principio del debido procedimiento, previsto en el numeral 10.2 
del artículo 10° del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo Nº 004-
2019-JUS (en adelanto, el “TUO de la LPAG”). 

 
Finalmente, referido a la ruptura del nexo casual, el TFA manifiesta la 
característica de peligrosidad de las actividades del sector de hidrocarburos, al 
ser susceptibles de generar impactos ambientales negativos; por lo que, los  
titulares de estas actividades son responsables del cumplimiento no solo de las  
obligaciones impuestas por el legislador, sino también de las asumidas en sus  
instrumentos de gestión ambiental y otra norma adicional determinada por la 
autoridad ambiental competente. 

 
En consecuencia, se concluye que debido a que Petroperú no presentó 
documento probatorio de la existencia de un evento constitutivo de caso 
fortuito, no se configuró la causal eximente de responsabilidad. Es más, en 
cumplimiento del principio de prevención ambiental recogido en el Artículo IV 
del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente - Ley N° 28611 (en 
adelante, la “LGA"), los objetivos preeminentes de la gestión ambiental son 
prevenir, vigilar y evitar el deterioro ambiental; lo que, en el caso particular, se 
ejemplifica en las obligaciones asumidas en el PAMA. 

 
Por tanto, se confirma la responsabilidad administrativa de Petroperú por las  
conductas infractoras N° 4 y 8 correspondientes a los derrames de Imaza y 
Morona. 

 
 
III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

 
 

III.1. Problema principal 

 
En ese sentido, el problema principal consiste en analizar si en un 
procedimiento administrativo sancionador en materia ambiental, ¿se debe 
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priorizar el cumplimiento de las reglas procedimentales, o, más bien, debe 
primar la protección al derecho a gozar de un medio ambiente sano y 
equilibrado? 

 
En el presente caso, se identifica el incumplimiento del deber de la Autoridad 
Instructora de OEFA al no comunicar al administrado la delimitación de la vía 
procedimental sea ordinaria o excepcional en función de lo establecido en el 
Ley 30230. 

 
Esto tiene como consecuencia la vulneración al derecho del debido proceso del 
administrado; e incluso la afectación al procedimiento en sí, al no estar 
determinadas antes del inicio del procedimiento administrativo sancionador, las  
reglas aplicables al caso, tales como: i) la posibilidad de sancionar 
económicamente la comisión de una conducta infractora (multa); ii) la 
capacidad de determinar la responsabilidad administrativa; o, iii) la 
desacumulación de las imputaciones. 

 
No obstante, a pesar del incumplimiento de las reglas formales del 
procedimiento, se debe tener en consideración la vulneración evidente al 
derecho a gozar de un medio ambiente sano y equilibrado ante la probada 
existencia de daño potencial y real a la flora y fauna, y a la salud humana; así  
como, las consecuencias socioambientales que se han generado en la 
población afectada producto del derrame de hidrocarburos en Imaza y Morona; 
en específico, se constata la vulneración al bienestar físico, mental y social.  

 
 

III.2. Problemas secundarios 

 
Respecto de los problemas secundarios, en primer lugar, se va a examinar si a 
partir de las reglas del procedimiento administrativo sancionador y la categoría 
de las imputaciones en el presente caso, ¿era aplicable la desacumulación de 
las imputaciones infractoras en función de lo establecido en la Ley 30230? 

 
Como segunda interrogante, se va a profundizar si la declaración de nulidad 
era la solución idónea, necesaria y proporcional para salvaguardar el derecho 
al debido proceso del administrado, teniendo en consideración que con esta 
decisión se afectaba gravemente el derecho a gozar de un medio ambiente 
sano y equilibrado. 
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IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 

 
 

IV.1. Respuestas preliminares a los problemas principal y 

secundarios 

 

Respecto de la pregunta principal, se debe considerar que si bien en el 
procedimiento administrativo sancionador se exige el cumplimiento de las 
reglas procedimentales y principios administrativos para amparar el derecho del 
administrado de acceder a un debido proceso, este deber de cumplimiento de 
la Autoridad no debe tener como consecuencia la vulneración del derecho a 
gozar de un medio ambiente sano y equilibrado, el cual es un interés colectivo 
y un derecho fundamental con protección constitucional reconocido en el 
artículo 2.22 de la Constitución. En virtud de lo cual, la responsabilidad de 
proteger y preservar el medio ambiente recae no solo en el Estado, sino en 
todos los miembros de la sociedad (Lozano, 2009, p. 216). 

 
En este contexto, el propósito de la protección contra daños ambientales es  
preservar los elementos del medio ambiente que son beneficiosas para el ser 
humano, esto significa que el daño debe tener un impacto adverso en los  
servicios ecosistémicos (Ramírez, 2018, p. 9). 

 
Así, de acuerdo con Conde, el concepto de responsabilidad ambiental surge en 
el ordenamiento jurídico con el objetivo de exhortar a los responsables la 
compensación del daño ambiental causado (2004, p. 115). 

 
Este es un ejemplo del régimen de responsabilidad por infracciones 
ambientales, en el que, de acuerdo con lo mencionado por Egúsquiza y Aguilar, 
prima la prevención del interés público, el derecho a gozar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado, ante actividades de los particulares que 
puedan suponer un riesgo o peligro para el individuo (2013, p. 150). 

 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente respecto del daño ambiental y 
protección al medio ambiente, se ha acreditado la comisión de los hechos  
imputados a Petroperú, toda vez que no adoptó labores de mantenimiento en el 
ONP causando daño potencial y real a la flora y fauna, y salud humana; así 
como no realizó acciones para controlar y reducir los efectos negativos 
ocasionados por los derrames de Imaza y Morona. 

 
El hecho de que la DFAI consideró todas las pruebas presentadas por el 
administrado antes de emitir la Resolución Directoral demuestra que el acto 
administrativo tuvo una motivación adecuada y se llevó a cabo garantizando en 
todo momento el derecho de defensa del administrado. 
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En definitiva, la no sanción por las infracciones graves a la flora y fauna que se 
materializa con la declaración de nulidad colocó en situación de indefensión a 
la protección del medio ambiente. En razón de ello, en este caso concreto,  
debió prevalecer la protección al derecho al medio ambiente, por encima de los 
aspectos procedimentales. 

 
Con relación a los problemas secundarios, en primer lugar, la respuesta a la 
interrogante sobre las reglas del procedimiento administrativo sancionador y la 
categoría de las imputaciones en el presente caso, si es aplicable la 
desacumulación de las imputaciones infractoras en función de lo establecido en 
la Ley Nº 30230, es afirmativa. 

 
En el presente caso, se contempla la coexistencia de conductas infractoras que 
se enmarcaban en un procedimiento ordinario y otras en un procedimiento 
excepcional, en función de su calificación o no como infracción que genera un 
daño real y muy grave a la vida y la salud de las personas, de acuerdo con el 
artículo 19 de la Ley 30230; por lo que, conforme con lo dispuesto en el 
numeral 2.4 del artículo 2 de la Resolución de Consejo Directivo Nº 026-2014-
OEFA-CD, la Autoridad Decisora debió proceder a desacumular las 
imputaciones en expedientes distintos. 

 
No obstante lo anterior, el Órgano Resolutivo del OEFA, es decir, el TFA, con 
los medios probatorios obtenidos durante el procedimiento, debió disponer la 
desacumulación de las imputaciones y ejercer su potestad sancionadora 
resolviendo, por un lado, las sanciones aplicables en el caso del procedimiento 
ordinario; y, por otro, las medidas correctivas en el caso del procedimiento 
excepcional. 

 
Para tal efecto, conforme con el literal c) del artículo 11 de la Ley del SINEFA, 
el OEFA goza de la función sancionadora del sistema administrativo ambiental  
que comprende la facultad de imponer sanciones por el incumplimiento de las 
normas ambientales. 

 
Así pues, tal como lo expresa el TFA en la Resolución Nº 027-2017-
OEFA/TFA-SMEPIM, “la Constitución Política del Perú exige que el derecho al 
medio ambiente sea respetado por los individuos y protegido por el Estado”. 
Aunado a esto, se precisa que las autoridades tienen la responsabilidad de 
conservar los activos ambientales en las mejores condiciones posibles para el 
disfrute público, en razón del rol del Estado en la preservación del medio 
ambiente. 

 
En esa misma línea, cabe precisar que de conformidad con las Resoluciones 
N°   116-2020-OEFA/TFA-SE   y   Nº   568-2022-OEFA/TFA-SE,   “el   TFA   es 
responsable de la interpretación de las disposiciones generales y restrictivas; 
así como de las obligaciones individuales relacionadas con el procedimiento 
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administrativo sancionador, en el marco de la legislación de protección 
ambiental”. En ese sentido, el TFA debió establecer garantías que aseguren la 
no concurrencia de daños futuros. 

 
En ese sentido, lo lesivo, en este caso, fue declarar la nulidad de las 
infracciones ambientales probadas que tuvo como consecuencia la impunidad 
de los daños ambientales; sin tener en consideración que el TFA pudo optar 
por ejercer su función jurisdiccional y, resolver en función de los hechos y 
medios probatorios concernientes al caso. 

 
Segundo, la respuesta a la interrogante de si la declaración de nulidad era la 
solución idónea, necesaria y proporcional para defender el derecho al debido 
proceso del administrado, es negativa, en tanto, se afectó un bien jurídico 
constitucionalmente protegido como es el derecho a gozar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado. 

 
Por lo expuesto, conforme con el principio de proporcionalidad, la sanción 
impuesta debe corresponder a la gravedad de la conducta infractora; y ser lo 
suficientemente severa para prevenir que el infractor se beneficie de su 
actuación ilícita (Granados y Villa, 2013, p. 47). 

 
En primer lugar, respecto del análisis de idoneidad, la declaración de nulidad de 
las conductas infractoras es idónea. Se tiene como objetivo que el administrado 
tenga conocimiento certero de la vía procedimental y sea viable la correcta 
determinación de responsabilidad administrativa sin vulnerar el principio del  
debido proceso. 

 
Por tanto, debido a que en el presente procedimiento administrativo 
sancionador no se cumplió con informar las infracciones imputadas y el 
correcto procedimiento administrativo en el que se encausaba, la declaración 
de nulidad buscó proteger el derecho al debido proceso del administrado, 
Petroperú; por lo que se cumple con la relación entre el medio adoptado y el fin 
propuesto. 

 
Luego, se procede a realizar el análisis de necesidad. En materia de análisis, la 
declaración de nulidad era un medio necesario para alcanzar el objetivo, la 
protección del derecho al debido proceso. 

 
Al examinar si existían otros medios alternativos igualmente eficaces o que 
sean menos gravosos para obtener el mismo fin; de una comparación entre 
medios, se puede concluir que no existían otros medios que hicieran posible 
proteger el derecho al debido proceso; en razón de que, en el presente caso no 
se determinó la delimitación de la conjunción de las vías procedimentales sean  
ordinarias y excepcionales, afectando el derecho del administrado de conocer 
las reglas aplicables con la debida anticipación y diligencia. 
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Finalmente, aplicado el análisis de necesidad, el siguiente paso del test de 
proporcionalidad, de acuerdo con lo expresado en la sentencia recaída en el 
Expediente N° 579-2008-PA/TC, consiste en determinar el peso o 
trascendencia de los principios jurídicos en conflicto. Por lo que, se debe 
cumplir con la ley de la ponderación que establece que, cuanto mayor es el  
grado de insatisfacción o afectación a un principio, tanto mayor tiene que ser la 
satisfacción de otro. 

 
En el caso particular, ocurrieron dos derrames de hidrocarburos a lo largo de 
los tramos del ONP, los cuales suscitaron daños potenciales y reales a la flora,  
fauna y salud humana en las zonas próximas de los derrames de petróleo 
crudo en Imaza y Morona. La gravedad de los daños generados dejó en 
evidencia que Petroperú no realizó de manera inmediata las acciones 
necesarias para contener la situación de derrame y atenuar los efectos 
negativos. 

 
En ese sentido, teniendo en cuenta lo mencionado por la CIDH, “la 
preservación del medio ambiente es un derecho fundamental y, la garantía de 
su contenido legal es una herramienta fundamental para el disfrute del derecho 
a la salud” (2020, p. 31); por lo que la degradación al medio ambiente tuvo 
como consecuencia daños irremediables en las personas. 

 
Asimismo, en virtud de los medios de prueba obrantes en el expediente 
administrativo, sí se configuraron los elementos constitutivos de daños 
ambientales, conforme lo dispuesto en el artículo 142° de la LGA; razón por la 
cual el TFA debió considerar la probanza de los daños socioambientales al  
momento de resolver la declaración de nulidad de doce (12) infracciones. 

 
Por otro lado, se debe tener en cuenta que, la demora en la determinación de 
la responsabilidad administrativa había implicado una mayor lesividad al medio 
ambiente, considerando que los daños ambientales no pudieron ser 
remediados en su momento y cuya afectación se había prolongado en el 
tiempo; lo que sería agravado con la declaración de nulidad. 

 
De modo que, en efecto, la declaración de nulidad de las conductas infractoras  
era idónea y necesaria; no obstante, respecto del subprincipio de 
proporcionalidad en sentido estricto o ponderación, el derecho a un medio 
ambiente adecuado y equilibrado resulta altamente afectado a través de la 
declaración de nulidad del TFA, en comparación con el grado de satisfacción  
del derecho al debido proceso del administrado. 

 
En atención a lo cual, la decisión final del TFA no cumple con el test de 
proporcional en razón de la grave vulneración al derecho al medio ambiente. 
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IV.2. Posición individual sobre el fallo de la resolución 

 
En el presente caso, la Autoridad Instructora de OEFA incumplió con su deber 
de comunicar a Petroperú la delimitación de la vía procedimental de las 
conductas infractoras, siendo que las infracciones impuestas se enmarcaban 
en distintos procedimientos sea ordinaria o excepcional en función de lo 
establecido en el Ley 3230. En atención de lo cual, era exigible la 
desacumulación de las imputaciones y el tratamiento independiente de las 
infracciones. 

 
Esta omisión por parte de la autoridad condujo a una vulneración del derecho al 
debido proceso del administrado, al no estar determinadas antes del inicio del  
procedimiento administrativo sancionador las reglas aplicables al caso, tales  
como: i) la posibilidad de sancionar económicamente la comisión de una 
conducta infractora; ii) la capacidad de determinar la responsabilidad 
administrativa; iii) la viabilidad de aplicar la figura del concurso de infracciones;  
o, iv) la efectividad de la desacumulación de las imputaciones. 

 
Como consecuencia de esta vulneración, el TFA resuelve declarar la nulidad de 
doce (12) infracciones relacionadas con el incumplimiento de obligaciones 
ambientales establecidas en el PAMA del ONP y, la no ejecución inmediata de 
acciones necesarias para reducir los impactos causados por los derrames que 
generaron daño potencial y real a la flora y fauna de las zonas de Imaza y 
Morona. 

 
La posición individual sobre el fallo de la resolución es en contra de la misma, 
debido a que se ha priorizado salvaguardar el derecho al debido proceso del 
administrado y el deber de la Administración de definir la vía procedimental y 
ejecutar la desacumulación de imputaciones, a través de la declaración de la 
nulidad de doce (12) infracciones; en contravención del derecho a gozar de un 
ambiente sano y equilibrado (artículo 2, inciso 22 de la Constitución), y la 
protección al principio de prevención ambiental, teniendo en consideración que 
este derecho goza de especial relevancia al estar interrelacionada con otros  
derechos, como son el derecho a la salud y la obligación del Estado de 
preservar los recursos naturales. 

 
En definitiva, la no sanción por la comisión de infracciones graves a la flora y 
fauna colocó en situación de indefensión a la protección del medio ambiente. 
La creación de este desincentivo ambiental de evitar castigar conductas 
sancionables tiene, en este caso, una alta relevancia al generarse un daño 
gravoso al medio ambiente como es un derrame de hidrocarburos que tuvo 
como consecuencia la afectación a los recursos naturales, los cuales son 
utilizados como medio alimenticio para la población aledaña a los derrames de 
Imaza y Morona, así como la vulneración a su derecho a la salud. 
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Así, cabe señalar que este cuestionamiento a la falta de sanción por 
infracciones ambientales está relacionado con la situación generada por la Ley 
30230, mediante la cual se imposibilito al OEFA ejecutar su poder de sanción y 
se quedó en impunidad varios daños ambientales. 

 
Es por este motivo que, en este caso, la alternativa que permitía mantener  
indemne el derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado era 
que el Órgano Resolutivo del OEFA, es decir, la TFA, con los medios 
probatorios obtenidos durante el procedimiento, disponga la desacumulación 
de las imputaciones y ejercer su potestad sancionadora resolviendo, por un 
lado, las sanciones aplicables en el procedimiento ordinario y, por otro, las  
conductas correctivas en el procedimiento excepcional. 

 
Como sustento adicional, durante los años 2020, 2021 y 2022, la DFAI ha 
constatado el incumplimiento continuo de las medidas correctivas que 
permanecieron luego de la Resolución del TFA; por lo que Petroperú en estos  
tres años no ha acreditado la remedición de los daños ambientales. 

 
 
V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

V.1. Problemática de los derrames de petróleo en el ONP. 
 

El ONP tiene una extensión de 854 km de extensión, que cruza las regiones de 
costa, sierra y selva, extendiéndose a lo largo de los departamentos 
Amazonas, Cajamarca, Lambayeque, Loreto y Piura. 

 
A causa de la corrosión de los ductos y fallas operativas en el oleoducto, en un 
estudio del año 2022, se observó que entre los años 1997 y 2021, ocurrieron 
ciento once (111) derrames de petróleo en el ONP (León & Zúñiga, 2022, p. 
12). Esta cantidad de derrames y emergencias ambientales es alarmante; y, 
aún más, que la causa esté relacionada con la falta de medidas preventivas y 
una indebida diligencia ambiental en la infraestructura petrolera. 

 
En la misma línea, en el año 2015, la CIDH identificó que la implementación de 
proyectos de extracción, explotación y desarrollo de hidrocarburos generaban 
una serie de impactos a los derechos humanos tales como el derecho a la 
integridad personal, salud, propiedad y, a la protección y preservación del 
medioambiente (2015, p. 12); debido a la instalación de caminos, evaluaciones 
sísmicas, y a la contaminación por derrames del producto hidrocarburífero 
(2015, p. 156). 

 
En efecto, la ejecución de proyectos de actividades de hidrocarburos puede 
tener como consecuencia la contaminación ambiental a causa del vertimiento 
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de sustancias en el medio ambiente, fauna y flora de uso de los pueblos 
indígenas y nativos para su supervivencia y cosmovisión cultural. 

 
En ese sentido, teniendo en cuenta que estas afectaciones tienen el potencial  
de ser devastadoras y gravosas en proyectos de gran envergadura, el ONP al 
ser una gran infraestructura de transporte de petróleo riesgosa, genera una 
desmesurada preocupación entre los pueblos indígenas. 

 
En el presente caso, la ocurrencia de los derrames en Imaza y Morona han 
generado un daño real y muy grave a la vida y la salud de las personas  
contiguas a la zona a través de la afectación de los servicios ecosistémicos en 
la cuenca hidrográfica, la perturbación a la salud, la alteración al medio de 
subsistencia y economía de las zonas aledañas y el daño a las actividades 
agrícolas y pecuarias, entre otros. 

 
V.2. Protección del derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y 

equilibrado. 

 

Se encuentra reconocido en el numeral 22 del Artículo 2° de la Constitución, el  
derecho de las personas a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado 
al desarrollo de su vida. Esta protección constitucional, según Granados y Villa,  
tiene como objetivo, asegurar el amparo y el uso sostenible del medio 
ambiente, mediante la emisión de disposiciones normativas que establecen 
límites a la extracción de recursos naturales y actividades particularmente 
peligrosas para el medio ambiente (2013, p. 37). 

 
De ahí que el derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado 
contiene dos elementos; por un lado, el derecho a gozar del medio ambiente y, 
por otro lado, el derecho a que ese medio ambiente se preserve, conforme con 
lo expresado en el Tribunal Constitucional del Perú en su sentencia recaída en 
el Expediente N° 01272-2015-PA/TC. 

 
Por su parte, conforme con el artículo I del Título Preliminar de la LGA, se 
establece que las personas además de tener el derecho ineludible de vivir en 
un ambiente sano, equilibrado y adecuado para su pleno desarrollo; también  
tienen la obligación de contribuir a una gestión ambiental eficaz y de protección 
al medio ambiente. 

 
De igual manera, se puede apreciar que la Constitución ha consagrado al 
medio ambiente como un interés colectivo, consagrando el disfrute de un 
ambiente adecuado y equilibrado como un derecho de la sociedad. En virtud de 
lo cual, la responsabilidad de proteger y preservar el medio ambiente recae no 
solo en el Estado, sino en todos los miembros de la sociedad (Lozano, 2009, p.  
216). 
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En la jurisprudencia constitucional, el Tribunal Constitucional ha desarrollado el 
contenido del derecho al ambiente equilibrado y adecuado en su Sentencia del 
25 de mayo de 2021, que recae en el Expediente N° 01272-2015-PA/TC, 
indicando que este derecho contiene un deber negativo y positivo frente al 
Estado; resaltando que, en su dimensión positiva, se le exige al Estado el  
cumplimiento de obligaciones destinadas a preservar el ambiente. En efecto, 
no solo se imponen actividades de conservación, sino también de prevención 
ambiental. 

 
Lo expuesto se traduce en la obligación del Estado de proteger los derechos de 
las personas a vivir en un ambiente sano; esto se manifiesta en la capacidad 
del Estado para hacer cumplir las responsabilidades ambientales de los sujetos  
de derecho en el contexto del desarrollo económico, que busca prevenir la 
degradación ambiental (Egúsquiza y Aguilar, 2013, p. 138). Este deber se 
encuentra recogido en el artículo 6 de la Ley del SINEFA, mediante el cual se 
encarga al OEFA de las labores de fiscalización, supervisión, evaluación, 
control y sanción en materia ambiental. 

 
Naturalmente, resulta evidente que para conseguir una elevada protección del 
medio ambiente es indispensable potenciar la regulación que permita el control  
y vigilancia del cumplimiento de la normativa ambiental. Al respecto, conforme 
con Granados y Villa, es insuficiente que se emita legislación que goce de una 
técnica jurídica loable si carece de las herramientas legales necesarias para 
lograr su eficaz cumplimiento” (2013, p. 35). 

 
En ese mismo contexto, conforme con el artículo 130° de la LGA, se establece 
el régimen de fiscalización y sanción ambiental. Referido a ello, la disposición 
normativa señala que “la fiscalización ambiental comprende las acciones de 
control, vigilancia, y otras similares realizadas por las autoridades 
competentes”. 

 
V.2.1 Daño ambiental 

 
Referido al daño ambiental puro, Jorge Bustamante lo define como todo 
menoscabo o detrimento que transgrede la conservación del medio ambiente, 
en tanto, desde el punto de vista del interés humano, repercute en la calidad de 
vida de las personas (Bustamante, 1995, p. 45). 

 
Por su parte, en su disposición normativa, el artículo 142° de LGA, distingue 
daño ambiental a “todo menoscabo material que sufre el ambiente y/o alguno 
de sus componentes que genera efectos negativos actuales o potenciales, 
independientemente de si es causado contraviniendo o no alguna disposición 
jurídica”. 
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En razón de lo cual, el objeto de afectación es el medio ambiente, sobre el cual  
la titularidad de la acción y protección recae en el Estado, en virtud del artículo 
66° de la Constitución, el cual establece la titularidad pública sobre los recursos 
naturales (Ramírez, 2018, p. 9). 

 
En tal sentido, conforme con lo establecido en reiterada jurisprudencia del 
TFA1, la definición del daño ambiental de la LGA contiene dos requisitos; por un 
lado, el daño ambiental debe contener un deterioro material al ambiente; y, por  
otro, este menoscabo debe generar efectos negativos actuales o potenciales.  

 
En este contexto, el propósito de la protección contra daños ambientales es 
preservar los elementos del medio ambiente que son beneficiosas para el ser  
humano, esto significa que el daño debe tener un impacto adverso en los  
servicios ecosistémicos (Ramírez, 2018, p. 9). 

 
Así, de acuerdo con Conde, el concepto de responsabilidad ambiental surge en  
el ordenamiento jurídico con el objeto de exhortar a los responsables la 
compensación del daño ambiental causado (Conde, 2004, p. 115). 

 
A su vez, de acuerdo con el artículo 142° de la LGA, se considera como 
responsable por los daños ambientales, a “aquél sujeto que mediante el 
aprovechamiento de un bien o en el ejercicio de una actividad pueda originar 
un daño al ambiente, a la calidad de vida de los seres humanos, a la salud o al 
patrimonio”, y, por ende, a este titular, se le obliga a adjudicarse los costos que 
emanen de las medidas de prevención y reducción de los daños ambientales,  
así como los referidos a su monitoreo y control. 

 
Asimismo, en materia ambiental, dado que algunas actuaciones individuales 
presuponen amenazas contra los derechos fundamentales, el legislador ha 
optado por un régimen de responsabilidad objetiva. 

 
Este es un ejemplo del régimen de responsabilidad por infracciones 
ambientales, en el que, de acuerdo con lo mencionado por Egúsquiza y Aguilar, 
prima la prevención del interés público, el derecho a gozar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado, ante actividades de los particulares que 
puedan suponer un riesgo o peligro para el individuo (2013, p. 150). 

 
En ese marco, Baslú Parkinson señala que resultó imperioso atribuir 
responsabilidades objetivas a quienes realizaran actividades altamente 
gravosas de producir daño, en especial, el daño ambiental (2005, p. 56). En 
síntesis, la responsabilidad administrativa ambiental objetiva es resultado de la 

 
1 Ver Resolución N° 002-2013-OEFA/TFA de fecha 8 de enero de 2013, Resolución N° 428-2022-
OEFA/TFA-SE de fecha 4 de octubre de 2022 y Resolución N° 075-2023-OEFA/TFA-SE de fecha 16 de 
febrero de 2023. 
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ponderación de los intereses protegidos; por un lado, de la protección efectiva 
del ambiente y, por otro, del derecho de defensa y debido procedimiento del  
administrado (Egúsquiza y Aguilar, 2013, p. 151). 

 
En el caso particular, ocurrieron dos derrames de hidrocarburos a lo largo de 
los tramos del ONP, los cuales suscitaron daños potenciales y reales a la flora,  
fauna y salud humana en las zonas contiguas a los derrames de petróleo crudo 
en Imaza y Morona. La gravedad de los daños generados dejó en evidencia 
que Petroperú no ejecutó de manera inmediata las acciones para contener la 
situación de derrame y atenuar los efectos negativos. 

 
De este modo, es relevante tener en cuenta que cuando ocurre cualquier 
emergencia o evento ambiental, se deben realizar inmediatamente acciones de 
primera respuesta, como la contención, confinamiento y recuperación del 
contaminante que permitan reducir los impactos negativos ocasionados 
conforme lo dispuesto en el Plan de Contingencias del proyecto. 

 
Contrario a ello, Petroperú no pudo acreditar que activó su Plan de 
Contingencias por lo que sus acciones fueron consideradas ineficientes e 
insuficientes para limitar la expansión de la emergencia ambiental. 

 
Es más, en la Resolución Directoral N.º 1060-2019-OEFA/DFAI, se categorizó 
al incumplimiento de mantenimiento interno y externo del Oleoducto 
Norperuano como una infracción insubsanable debido a lo siguiente: i) su 
constitución como infracción instantánea que generó una grave afectación a la 
salud de las poblaciones indígenas; ii) la relación de causalidad entre el 
derrame de petróleo y los impactos sociales a las comunidades nativas que 
tienen una relación espiritual y cultural con la naturaleza; y, iii) la afectación a 
los servicios ecosistémicos en la cuenca hidrográfica producto del derrame de 
petróleo y el impacto negativo en las actividades sociales y culturales de las  
poblaciones de Imaza y Morona. 

 
Contrario a lo expuesto, y, a pesar de las evidencias de daños ambientales, por  
cuestiones de índole procesal y protección al derecho al debido procedimiento 
del administrado, se favoreció al infractor con la declaración de nulidad de las  
infracciones ambientales, vulnerando la protección al derecho a gozar de un 
medio ambiente adecuado y equilibrado. 

 
V.2.2 Impacto del daño ambiental 

 
De manera previa, es importante mencionar lo expresado por la CIDH respecto 
del derecho a un medio ambiente sano, que si bien se reconoce su dimensión  
colectiva al ser considerado de interés universal, para su preservación a las 
generaciones presentes y futuras (2020, p. 31); también, se resalta su 
contenido individual, en razón de que su afectación puede tener efectos 
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directos o indirectos sobre las personas debido a su vínculo con demás 
derechos, tales como el derecho a la integridad personal, la salud o la vida,  
entre otros. 

 
En ese sentido, teniendo en cuenta lo mencionado por la CIDH, “la 
preservación del medio ambiente es un derecho fundamental y, la garantía de 
su contenido legal es una herramienta esencial para el disfrute del derecho a la 
salud” (2020, p. 31); por lo que la degradación al medio ambiente tuvo como 
consecuencia daños irremediables en las personas. 

 
En el caso materia de análisis, a fin de contener y reducir los impactos 
ambientales asociados a las actividades de hidrocarburos en sus cuatro 
categorías ambientales tales como ambiente físico, ambiente biológico, 
ambiente socioeconómico y ambiente de interés humano; surgió el Programa 
de Adecuación y Manejo Ambiental (PAMA) como una herramienta de 
adecuación ambiental. 

 
Así, durante el expuesto procedimiento administrativo, se detalló el contenido 
del PAMA de PETROPERÚ para la actividad hidrocarburífera en la ONP 
relacionada con los planes de mantenimiento y, mecanismos preventivos y de 
mitigación ambientales para disminuir al mínimo la difusión de sustancias 
contaminantes, como, por ejemplo, el vertimiento del petróleo crudo al 
ambiente como consecuencia de la rotura del ducto. En efecto, se colige que 
estas medidas de mantenimiento constituyen mandatos de prevención, en 
tanto, se realizan de manera previa a la ocurrencia de impactos ambientales.  

 
No obstante, como queda constatado en el presente procedimiento, Petroperú, 
posterior a la ocurrencia de los derrames, ejecutó acciones de rehabilitación, 
compensación y corrección de los daños ocasionados más no realizó labores 
de prevención. De esta forma, la infracción atribuida a Petroperú fue 
instantánea y conllevó que, ante la falta de acciones preventivas de mitigación 
y control, el petróleo que discurría producto de los derrames alcanzara zonas 
de mayor extensión. 

 
Es preciso recalcar que las acciones de prevención precisamente tenían por  
finalidad confinar y limitar la propagación de los derrames. Por lo que las 
medidas que el administrado desarrolló meramente pueden ser denominadas 
como acciones de descontaminación y remediación. 

 
Incluso, Petroperú contempló en el PAMA del ONP que sus procesos 
operativos podrían causar una contaminación ambiental significativa si no se 
realizaba un mantenimiento preventivo a los equipos. Por lo tanto, era 
indudable que para evitar la contaminación ambiental se debía ejecutar el 
mantenimiento interno y externo de la tubería del ONP. 
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Ahora bien, respecto de los daños ambientales generados en el ser humano, 
es importante resaltar los fundamentos del TFA para destacar la protección a la 
salud humana. A este respecto, se configura a la salud humana a partir de 
conceptos establecidos en el Protocolo de San Salvador y otros organismos 
internacionales como el Organismo Mundial de la Salud (OMS), 
estableciéndose la definición de la salud en base a tres componentes 
interrelacionados entre sí, como son el bienestar físico, mental y social, sin los  
cuales no puede entenderse su disfrute óptimo. 

 
En razón de este concepto, se sustenta la probanza de los hechos identificados 
como emergencias ambientales conforme el detalle siguiente. Primero, se 
constata la configuración de afectación al bienestar físico, esto es, a la 
capacidad para tolerar el estrés fisiológico, que se proyecta en la ausencia de 
dolor o efectos secundarios ante un tratamiento. 

 
Específicamente, en el caso, a partir de los informes de la DIRESA Amazonas, 
se advirtió que las personas expuestas a los vertidos de petróleo manifestaban 
dolores de cabeza, dolor de garganta e irritación de ojos; asimismo, se 
diagnosticaron síntomas de cefalea, dermatitis, entre otros, en treinta y nueve 
(39) personas que habrían entrado en contacto con el crudo. 

 
Segundo, se comprueba la vulneración al bienestar mental, entendido como el 
bienestar alcanzado cuando el individuo es lo suficientemente capaz para lidiar  
con el estrés diario sin dejar que disminuya su capacidad para trabajar y 
contribuir a su comunidad, lo que a su vez tiene como consecuencia garantizar 
una mejora en su bienestar personal y social. 

 
Esto se encuentra acreditado mediante la información aportada por el 
Ministerio de Cultura, en específico, el Informe N° 000003-2016-
XSR/DIN/DGCI/VMI/MC. 

 
En el caso de autos, OEFA determina que la salud mental de aquellas 
personas expuestas al hidrocarburo difiere según las condiciones de la 
población afectada; esto quiere decir, que la población Awajún al presentar un 
marcado estado de dependencia con los servicios ecosistémicos, pudo 
suponerle mayor perturbación las emergencias ambientales, que a la población 
aledaña que solo vio afectada su capacidad de provisión alimentaria. 

 
Es así como, son precisamente las particularidades poblacionales las que 
constituyen indicadores de la maximización del desasosiego ante la 
incapacidad de hacer frente a los acontecimientos provocados por la 
emergencia ambiental. 
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Cabe resaltar que la exposición a los hidrocarburos no solo afecta la salud 
física de la población local, también provoca un estado de alerta y temor, al ver 
sus medios de subsistencia afectados, los cuales impactan negativamente a la 
psiquis de la comunidad, Adicionalmente, se vulnera el desenvolvimiento de 
sus costumbres, en la medida en que no pueden relacionarse con los 
elementos de su territorio. 

 
Finalmente, respecto del bienestar social, éste se define en base a la 
importancia de resguardar las necesidades básicas del ser humano con el 
propósito de crear un entorno social en el que las personas puedan prosperar 
en armonía con su entorno; esto incluye trabajar en temas de política, 
comunidad y relaciones interpersonales. 

 
Sobre la afectación al derecho a la salud en su dimensión social se deja 
constancia que, siendo la pesca, un medio vital de consumo para la población, 
se ha visto afectada en su subsistencia, en razón de que los recursos hídricos  
afectados por el derrame repercutieron en la flora y fauna de los cauces. 

 
En cuanto a la incidencia a la actividad de caza de los awajún, esta se vio 
afectada por el derrame en los productos majaz, añuaje, sajino, entre otros, lo 
que también perturbó su dieta alimenticia. Asimismo, se alcanzaron áreas 
agrícolas destinadas al autoconsumo de las comunidades nativas a través de la 
afectación a los cultivos de plátano, cacao, y demás. 

 
Con relación a la provisión de agua, la contaminación del agua quedó 
objetivamente probada, en tanto, durante las acciones de supervisión, se 
constató la migración del hidrocarburo por los cauces de los ríos cercanos a la 
zona del derrame. 

 
Esta contaminación generó la limitación de los pueblos a usar el agua en su 
vida cotidiana tales como bañarse, jugar, lavar; es más, para acceder a este 
servicio, luego del derrame, tuvieron que optar por otra fuente lejana a su 
ubicación y teniendo que cargar grandes cantidades de agua que resultaban 
suficientes para cubrir las necesidades de todas las familias. 

 
En atención a lo expuesto, en virtud de los medios de prueba obrantes en el  
expediente administrativo, sí se configuraron los elementos constitutivos de 
daños ambientales, conforme lo dispuesto en el artículo 142° de la LGA; razón 
por la cual el TFA debió considerar la probanza de los daños socioambientales  
al momento de resolver la declaración de nulidad de doce infracciones. 

 
Al respecto, la CIDH en su Informe Anual 1992-1993, distingue la relevancia de 
que se determine el derecho al medio ambiente adecuado, como consecuencia 
de las instalaciones especialmente contaminantes que pongan en peligro la 
vida y la salud de las poblaciones indígenas. 
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Así, conforme con la Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente 
(en adelante, la “AIDA”), “estos pueblos no cuentan con las mismas garantías  
que otros particulares para proteger sus derechos y, en especial, dado el 
vínculo de la persona indígena con la naturaleza, este tipo de arbitrariedad en 
la explotación de los recursos naturales atenta contra el común desarrollo de 
esas poblaciones en sus territorios” (2008, p. 52). 

 
Aunado a esto, este caso, goza de especial importancia al tener en cuenta la 
vulnerabilidad de las comunidades que dependen de los recursos naturales por  
su relación de tipo económico y de supervivencia. 

 
V.3. Potestad sancionadora de la Autoridad Fiscalizadora Ambiental 

 
La potestad punitiva de la Administración, el ius puniendi del Estado, es una 
expresión del poder del Estado que tiene como objetivo garantizar la protección  
de los derechos fundamentales ante la lesión de bienes jurídicos reconocidos  
en el marco legal y constitucional; así, en el ámbito administrativo, existen 
diversos mecanismos de protección del medio ambiente. 

 
De acuerdo con Mario Huapaya, el poder punitivo es fundamental para el 
funcionamiento del sistema jurídico; por ende, ante una inobservancia, existe 
una reacción de parte del Estado (OEFA, 2014, p. 43). 

 
En ese sentido, uno de los principales instrumentos de reacción y el más 
común en que el OEFA realiza su labor de protección del medio ambiente y el  
derecho de las personas a disfrutarlo, es el procedimiento administrativo 
sancionador (OEFA, 2014, p. 40). Para tal efecto, conforme con el literal c) del 
artículo 11 de la Ley del SINEFA, el OEFA goza de la función sancionadora del 
sistema administrativo ambiental que comprende la capacidad de imponer 
sanciones por el incumplimiento de las normas ambientales. 

 
Dentro de este marco, el OEFA tiene la facultad de imponer sanciones 
pecuniarias, así como, determinar medidas administrativas, mediante las 
cuales se generan obligaciones para el administrado respecto del respeto por  
las normas ambientales. Conforme con lo expuesto por Aldana, ello evidencia 
que la autoridad de fiscalización ambiental no es solo una entidad recaudadora 
(OEFA, 2014, p. 37), siendo el objetivo final lograr la protección del derecho a 
gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado. 

 
De esta manera, en materia ambiental, según el OEFA, “se emplea el 
procedimiento administrativo sancionador para determinar la responsabilidad 
de un administrado frente al incumplimiento de obligaciones ambientales 
fiscalizables, incluidas en la normativa ambiental, los compromisos de los 
instrumentos de gestión ambiental y las medidas administrativas” (2014, p. 68). 
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De tal forma que la DFAI verifica la comisión de una conducta infractora,  
impone la sanción correspondiente y dicta la medida correctiva conveniente. 

 
Al respecto, en materia sancionadora ambiental, al determinar la severidad de 
las penas, se debe dar consideración primordial al daño ambiental. Así, según 
Sanz, independientemente de cualquier eventual indemnización, es vital que el 
daño sea valorizado para que se pueda imponer una multa adecuada (OEFA, 
2014, p. 29). Por este motivo, este sistema se utiliza normativamente para 
calcular los daños. Así, según la metodología que se use, el resultado es una 
sanción que puede ser mucho más grave o mucho más leve. 

 
Referida a la función jurisdiccional del OEFA, el artículo 10° de la Ley del 
SINEFA, en conjunto con lo expresado en los artículos 19° y 20° del 
Reglamento de Organización y Funciones del OEFA, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 013-2017-MINAM, disponen que “el TFA, en materias de su 
competencia, es el órgano encargado de ejercer funciones como segunda y 
última instancia administrativa del OEFA”. 

 
V.3.1 Sanción y medidas correctivas 

 
La sanción tiene como objetivo condenar la ejecución de una conducta ilícita;  
del mismo modo, tiene dos finalidades de prevención; por un lado, la 
prevención especial que busca disuadir al infractor de cometer reincidencia y, 
por otro, la prevención general que busca que el resto de administrados se 
abstengan de incurrir en una actuación equivalente. En lo que respecta a las  
sanciones ambientales, se opta por la sanción pecuniaria como criterio debido 
a que es la herramienta más disuasoria para evitar la reincidencia de los 
infractores (OEFA, 2014, p. 26). 

 
Es más, el TFA en continua jurisprudencia2 ha reconocido que las sanciones 
administrativas tienen como finalidad desincentivar la realización de conductas  
infractoras; ergo, buscan adecuar las conductas de los administrados al 
cumplimiento de las disposiciones normativas. Por tanto, los poderes públicos  
deben asegurar que la intensidad de las sanciones impuestas sea superior o 
similar al beneficio obtenido por la comisión de las infracciones. 

 
Cabe destacar que lamentablemente a raíz de los continuos sucesos de 
derrames ambientales a lo largo del país, se ha podido comprobar que más 
que los incentivos, lo que fomenta la protección al medio ambiente y la no 
contaminación es el temor a la sanción pecuniaria. 

 
Esto se denomina, según Íñigo Sanz como la disuasión por la vía del castigo 
(OEFA, 2014, p. 30), en razón de la constatación del incumplimiento ambiental; 

 

2 Ver Resolución N° 138-2020-OEFA/TFA-SE de fecha 24 de agosto de 2020, Resolución Nº 568-2022-
OEFA/TFA-SE de fecha 28 de diciembre de 2022 y Resolución N° 075-2023-OEFA/TFA-SE de fecha 16 
de febrero de 2023. 
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teniendo en consideración que esta medida es impuesta luego de comprobar la 
comisión de conductas infractoras en el correspondiente procedimiento 
administrativo sancionador. 

 
En esa misma línea, a través de la imposición de sanciones, la Administración 
Pública ejerce coerción sobre los administrados, creando dos efectos. En 
primer lugar, el efecto disuasivo, en tanto que busca impedir que el infractor 
incurra nuevamente en la conducta sancionada; y, en segundo lugar, a través 
del efecto correctivo, que paraliza la comisión de la infracción y restablece el  
equilibrio perdido en la sociedad (Egúsquiza y Aguilar, 2013, p. 160). 

 
En otras palabras, a nivel económico, las sanciones tienen como objetivo que 
los actos ilícitos sean menos rentables para los infractores que cumplir con la 
ley. Por lo tanto, las autoridades administrativas deben asegurarse de que 
cometer un acto delictivo no sea más ventajoso para el perpetrador que cumplir 
con la regla infringida o adjudicar las sanciones. 

 
Contrario a lo esperado, en este caso, a pesar de la acreditación de daños 
ambientales, y la subsunción a un tipo infractor ambiental, el TFA resuelve 
declarar la nulidad de doce (12) conductas infractoras relacionadas con el 
incumplimiento de acciones inmediatas que controlen los derrames de Imaza y 
Morona; y, por consiguiente, revoca la comisión de ocho (8) medidas 
correctivas que tenían por objeto limitar la dispersión del derrame de 
hidrocarburos a más zonas, y, con ello, evita la lesión perpetua de los derechos  
fundamentales de las personas contiguas a la zona de las emergencias 
ambientales. 

 
Según Egúsquiza y Aguilar, con la determinación de la sanción, el OEFA puede 
dictar medidas correctivas con el objetivo de erradicar, en la medida de lo 
posible, los impactos ambientales negativos (2013, p. 160). En otros términos, 
la sanción procura disuadir la puesta en peligro del medio ambiente, así  como 
su afectación concreta. La acción correctiva, por otro lado, tiene como objetivo 
restaurar las cosas al estado anterior de que se cometiera la infracción (Gómez 
Apác y Granados, 2013, p. 26). 

 
V.4 Derecho al debido proceso en un procedimiento administrativo 

sancionador 

 
Sin perjuicio de lo antes expuesto, en el presente caso, se alega una 
vulneración al derecho al debido proceso respecto de la falta de 
desacumulación de imputaciones. En el caso de autos, la DFAI, mediante la 
Resolución Subdirectoral N° 354-2019-OEFA/DFAI/SFEM de fecha 8 de abril 
de 2019, resuelve efectuar la tramitación del procedimiento administrativo 
sancionador realizando un análisis de la totalidad de las dieciséis (16) 
conductas infractoras imputadas, considerando que si bien se observa que 
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coexisten imputaciones en un procedimiento administrativo ordinario y en uno 
excepcional, la norma que exige su desacumulación podría tener como 
consecuencia el riesgo de que se resuelvan decisiones finales contradictorias 
entre sí. 

 
Al respecto, la DFAI alega que las conductas infractoras están estrechamente 
relacionadas, debido a que comportan: (i) un mismo administrado; ii) una 
misma unidad fiscalizable; (iii) el incumplimiento del PAMA del ONP y la falta de 
ejecución de acciones para contener y reducir los efectos ocasionados por los  
derrames de oleoducto acontecidos el 25 de enero y el 2 de febrero del 2016. 

 
Contrario a la decisión de la Autoridad Decisora, el TFA en su Resolución 
precisa que el inciso 2.4 del artículo 2° de la Resolución de Consejo Directivo 
N° 026-2014-OEFA/CD establece que “en un expediente administrativo en el 
cual se tramiten imputaciones referidas a procedimientos ordinarios y 
excepcionales, la Autoridad Decisora deberá proceder a desacumular las 
imputaciones en expedientes distintos”. 

 
Asimismo, se alega el respeto por el principio de predictibilidad o confianza 
legitima dispuesto en el inciso 1.15 del numeral 1 del Artículo IV del Título 
Preliminar del TUO de la LPAG en conjunto con lo proscrito en el numeral 5.2 
del artículo 5 del RPAS, exigen que, en la imputación de cargos en el marco del 
inicio del procedimiento administrativo sancionador, este contenga, entre otros, 
la calificación de las infracciones, las normas tipificadoras y, las sanciones 
correspondientes. 

 
Esto tiene como objetivo que el administrado tenga conocimiento certero de los  
hechos que se le imputan y sea viable la correcta determinación de 
responsabilidad administrativa sin vulnerar el principio del debido proceso. 
Siendo este su fundamento, finalmente, el TFA decide declarar la nulidad de 
doce (12) infracciones. 

 
Ahora bien, corresponde analizar el contenido del debido proceso. Al respecto,  
en el procedimiento administrativo sancionador ambiental, además de la 
protección al derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado, 
también se debe garantizar el derecho al debido proceso del administrado y 
sus consecuentes principios administrativos. 

 
En particular, el principio del debido procedimiento, previsto en el numeral 1.2 
del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, ordena que “los  
administrados dispongan de todos los derechos y garantías que corresponden 
al debido procedimiento administrativo, entre los cuales se encuentra, el 
derecho a la debida motivación de las resoluciones y el ejercicio del derecho de 
defensa”. 
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A propósito, el TFA en los fundamentos legales de su Resolución N° 241-2023-
OEFA/TFA-SE de fecha 23 de mayo de 2023, conceptualiza el derecho al 
debido proceso a través de lo precisado por el Tribunal Constitucional en la 
sentencia recaída en el Expediente N° 0090-2004-AA/TC. Es así que, se define 
este principio como un acumulado de derechos que componen su estándar 
mínimo. En este caso, goza de especial relevancia el derecho de defensa y, 
principios de razonabilidad, proporcionalidad y motivación de las resoluciones. 

 
Al respecto, el Tribunal Constitucional indica en la Sentencia recaída en el 
Expediente Nº 3741-2004-AA/TC que el derecho de defensa en el marco del 
procedimiento administrativo sancionador constituye una salvaguardia para la 
protección de los derechos que pueden verse comprometidos por la potestad 
sancionatoria del poder público. 

 
Por tanto, se debe otorgar la oportunidad de ofrecer medios probatorios de 
descargo; y, con ello, la garantía de que las alegaciones formuladas sean 
debidamente valorados al momento de determinar o no la responsabilidad 
administrativa del presunto infractor. 

 
En ese sentido, y de acuerdo con lo declarado por el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, el derecho a ofrecer y producir pruebas garantiza que las 
partes en un procedimiento administrativo sancionador puedan presentar las  
pruebas que sean adecuadas para respaldar sus alegatos; así como, asegura 
que la autoridad administrativa actúe y valore los medios probatorios admitidos  
antes de dictar una resolución en el procedimiento administrativo (2013, p. 19).  

 
Es así como, tal y como lo menciona el Tribunal Constitucional en la Sentencia 
recaída en el Expediente N° 3741-2004-AA/TC, para que la Administración 
Pública emita una decisión final para determinar si procede o no la imposición 
de una sanción administrativa, se debe asegurar que los medios probatorios de 
descargo presentadas por el administrado en defensa de sus derechos dentro 
de un procedimiento administrativo sancionador sean debidamente valorados y 
atendidos. 

 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente respecto del daño ambiental y 
protección al medio ambiente, se ha confirmado la comisión de los hechos 
imputados a Petroperú, toda vez que no adoptó labores de mantenimiento en el 
ONP causando daño potencial y real a la flora y fauna, y salud humana; así 
como no realizo acciones para contener y reducir los efectos ocasionados por  
los derrames de Imaza y Morona. 
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Por lo que esta situación configura “daño ambiental”, prevista en el artículo 
142° de la LGA; debiendo corresponder a Petroperú el deber de aportar los 
medios probatorios necesarios para revocar la resolución condenatoria 
formulada por el órgano sancionador del OEFA, en el marco del numeral 173.2 
del artículo 173° del TUO de la LPAG, en concordancia con el artículo 190° del  
Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil, aprobado por Resolución 
Ministerial N° 010-93-JUS. 

 
Sobre el particular, y conforme con lo mencionado en líneas previas, se deduce 
la afectación al ambiente y a la salud de la población como consecuencia de 
los derrames de Imaza y Morona; por lo que correspondía a Petroperú 
presentar los medios probatorios que desvirtuaran la imputación de cargos en 
su contra, lo que no ocurrió. 

 
Tal como se desprende de la Resolución N° 015-2019-OEFA/TFA-SE, 
Petroperú presentó sus descargos refutando la comisión de las infracciones, 
cumpliéndose con su derecho al presentar medios probatorios. Con ello en 
cuenta, la DFAI valoró aquello alegado por Petroperú en el marco del presente 
procedimiento administrativo sancionador; por tanto, no se evidencia una 
vulneración al derecho del debido procedimiento. 

 
Cabe agregar que tal como expone el TFA en la Resolución Nº 027-2017-
OEFA/TFA-SMEPIM, relacionado al derecho de la defensa, cuando la Sala 
toma conocimiento del recurso de apelación interpuesto por el administrado, 
implica que éste se encuentra debidamente garantizado, y, con ello, no se vea 
afectado el derecho. 

 
Por tanto, de la información precedente, se advierte que la DFAI previo a la 
emisión de la Resolución Directoral consideró la valoración de todas las 
pruebas y descargos presentados por el administrado; y, como resultado, no se 
constata la afectación al principio del debido procedimiento, ya que se refleja 
que el acto administrativo tuvo una debida motivación y se llevó a cabo 
garantizando en todo momento el derecho de defensa del administrado. 

 
V.5. Conflicto entre el derecho al medio ambiente y el derecho al debido 

proceso del administrado 

 

Habiéndose precisado anteriormente el concepto de daño ambiental y 
protección al medio ambiente cabe señalar que de acuerdo con lo expuesto por  
el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N° 03343-
2007-PA/TC, el derecho fundamental previsto en el numeral 22 del artículo 2° 
de la Constitución Política se encuentra integrado por dos conceptos. 
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Por un lado, de acuerdo con lo indicado en la sentencia recaída en el 
Expediente N° 0048-2004-AI/TC, el primer concepto distingue el derecho a 
disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado que contiene la 
capacidad de los individuos de gozar de un ambiente en el que sus 
componentes se desarrollan e interactúen armónicamente. 

 
Por otro lado, conforme con lo expresado en la sentencia recaída en el 
Expediente N° 05471-2013-PA/TC, como segundo concepto se fundamenta el 
derecho a la preservación de un ambiente sano y equilibrado, que tiene en su 
contenido el deber del Estado de conservar los activos ambientales en las  
circunstancias adecuadas para su disfrute. 

 
En este contexto, cabe indicar lo expresado por el TFA en reiterada 
jurisprudencia3, mediante la cual se prescribe que el derecho a la conservación 
de un ambiente sano y equilibrado ordena a los particulares la responsabilidad 
de iniciar medidas destinadas a prevenir, evitar o reparar los daños ambientales 
causados por las actividades productivas. A su vez, dichas medidas 
provendrán de diversas fuentes, incluyendo el marco legal aplicable en materia 
ambiental y los compromisos asumidos en los instrumentos de gestión 
ambiental. 

 
Determinado el daño que produjo el derrame de hidrocarburos al ecosistema,  
las actividades económicas y los medios de vida de la ciudadanía contigua a la 
zona de Imaza y Morona, es posible contestar a la interrogante de si en un 
procedimiento administrativo sancionador en materia ambiental, se debe 
priorizar el cumplimiento de las reglas procedimentales, o la protección al 
derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado. 

 
Ahora bien, se debe considerar que si bien en el procedimiento administrativo 
sancionador se exige el cumplimiento de las reglas procedimentales y 
principios administrativos para amparar el derecho del administrado de acceder 
a un debido proceso; este deber de cumplimiento de la Autoridad no debe tener 
como consecuencia la vulneración del derecho a gozar de un medio ambiente 
sano y equilibrado, el cual es un interés colectivo y un derecho fundamental 
con protección constitucional reconocido en el artículo 2.22 de la Constitución. 

 
En razón de ello, en este caso concreto, debió prevalecer la protección al  
derecho al medio ambiente, por encima de los aspectos procedimentales y 
administrativos, teniendo en cuenta la magnitud del derrame y la gravedad de 

 
 

3 Ver Resolución Nº 002-2013-OEFA-TFA de fecha 8 de enero de 2013, Resolución N° 116-2020-
OEFA/TFA-SE de fecha 16 de julio de 2020, Resolución N° 138-2020-OEFA/TFA-SE de fecha 
24 de agosto de 2020, Resolución N° 075-2023-OEFA/TFA-SE de fecha 16 de febrero de 2023, 
Resolución Nº 102-2023-OEFA/TFA-SE de fecha 28 de febrero de 2023 y Resolución N° 241-2023-
OEFA/TFA-SE de fecha 23 de mayo de 2023. 
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los daños ocasionados a nivel ambiental, social y la afectación al derecho a la 
salud de la población. 

 
Aunado a lo anterior, de acuerdo con la AIDA, “la indiferencia estatal frente a la 
actividad de los particulares es susceptible de poner en riesgo la vida o la 
integridad personal de un individuo, o de un grupo de personas” (2008, p. 85). 
Podría encuadrarse en ese supuesto, la afectación al medio ambiente, debido a 
la ausencia de actuación del Estado que imponga medidas que controlen las  
actividades lesivas al ambiente. En ese marco, en el caso de autos, se debió 
evitar que la decisión del TFA tenga por efecto la impunidad de las infracciones  
cometidas, así como la falta de remediación ambiental. 

 
Así pues, tal como lo expresa el TFA en la Resolución Nº 027-2017-
OEFA/TFA-SMEPIM, “la Constitución Política del Perú exige que el derecho al 
medio ambiente sea respetado por los individuos y protegido por el Estado”. 
Aunado a esto, se precisa que las autoridades tienen la responsabilidad de 
mantener los activos ambientales en las mejores condiciones posibles para el 
disfrute público, en razón del rol del Estado en la preservación del medio 
ambiente. 

 
En esa misma línea cabe precisar que conforme con las Resoluciones N° 116-
2020-OEFA/TFA-SE y Nº 568-2022-OEFA/TFA-SE, “el TFA es responsable de 
la interpretación de las disposiciones generales y restrictivas; así como de las 
obligaciones individuales relacionadas con el procedimiento administrativo 
sancionador, en el marco de la legislación de protección ambiental”. En ese 
sentido, el TFA debió establecer garantías que aseguren la no concurrencia de 
daños futuros. 

 
En adición a lo anterior, es importante puntualizar que conforme lo expresado 
por el Tribunal Constitucional en la Expediente N° 00604-2018-PA/TC, del 
derecho a que se preserve el medio ambiente se derivaban diversas 
obligaciones para el Estado; por un lado, la obligación de respetar, que 
contiene el deber jurídico de no perjudicar, sea por acción u omisión, el 
contenido protegido del derecho; y, por otro, la obligación de garantizar, que 
admite el deber jurídico, de promover, velar, proteger y, en caso corresponda, 
sancionar el incumplimiento. 

 
Al respecto, el contenido constitucionalmente protegido de un derecho no se 
acaba por el nombramiento de un marco legal diseñado a facilitar su ejercicio; 
más bien, implica la necesidad de una acción gubernamental para garantizar,  
en la práctica, que los derechos puedan ser ejercidos en plenitud y libertad. 

 
Se debe recordar que el OEFA tiene la facultad de dictar medidas 
administrativas continuas ante la constatación de un incremento en los 
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potenciales riesgos que produzcan daños al ambiente o a la salud de las 
personas. 

 
Así pues, los titulares de actividades extractivas, como en este caso, de 
hidrocarburos son también responsables de compensar, prevenir, minimizar, 
rehabilitar, recuperar y remediar cualquier efecto ambiental adverso causado 
por tales operaciones. Por tanto, conforme con el principio de responsabilidad 
ambiental, aquel que causa un daño ambiental está en la obligación de asumir 
los costos de su reparación, independientemente del dolo o culpa. 

 
En ese sentido, contrario a lo expresado en la normativa ambiental, Petroperú 
cometió infracciones lesivas al medio ambiente, incumplimiento las 
obligaciones establecidas en el PAMA del ONP y, la no ejecución inmediata de 
acciones necesarias para reducir los impactos causados por los derrames que 
generaron daño potencial y real a la flora y fauna de las zonas de Imaza y 
Morona. 

 
Esto tuvo como consecuencia el daño potencial y real a la flora y fauna, y a la 
salud humana; así como, las consecuencias socioambientales que se han 
generado en la población afectada producto del derrame de hidrocarburos. 

 
De hecho, el Tribunal Constitucional en el Expediente N° 03673-2013-PA/TC, 
señala que “debe considerarse que el daño ambiental no solo afecta el derecho 
constitucional a goza de un medio ambiente adecuado y equilibrado, sino, 
además, a los derechos de las generaciones futuras”. 

 
Por ello, el deber de mantener un ambiente equilibrado exige el cumplimiento 
de todos los órganos jurisdiccionales; responsabilidad que se manifiesta en el  
especial cuidado del juzgador en la verificación e investigación de las 
circunstancias que el administrado señala como causantes de la amenaza o del 
daño medioambiental, así como en el uso de los medios procesales para 
convencer la veracidad e inminencia del daño invocado. 

 
Para concluir, conforme con el orden de ideas antes señaladas, en un 
procedimiento administrativo sancionador en materia ambiental, se debe 
priorizar la protección al derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y 
equilibrado. 

 
Si bien en el procedimiento administrativo sancionador se exige el 
cumplimiento de las reglas procedimentales y principios administrativos para 
salvaguardar el derecho del administrado de acceder a un debido proceso; este 
deber de cumplimiento de la Autoridad no debe tener como consecuencia la 
vulneración del derecho a gozar de un medio ambiente sano y equilibrado, el  
cual es un interés colectivo y un derecho fundamental con protección 
constitucional reconocido en el artículo 2.22 de la Constitución. 
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En razón de ello, en este caso concreto, debió prevalecer la protección al  
derecho al medio ambiente, por encima de los aspectos procedimentales y 
administrativos. 

 
V.6 Afectación de la declaración de nulidad 

 

Ahora bien, conforme lo expuesto anteriormente, en este caso, a pesar de la 
acreditación de daños ambientales, y la subsunción a un tipo infractor 
ambiental, el TFA mediante Resolución N° 015-2019-OEFA/TFA-SE de fecha 6 
de diciembre de 2019, resuelve declarar la nulidad de doce (12) conductas  
infractoras relacionadas con el incumplimiento de acciones inmediatas que 
controlen los derrames de Imaza y Morona; y, por consiguiente, revoca la 
comisión de ocho (8) medidas correctivas que tenían por objeto limitar la 
dispersión del derrame de hidrocarburos a más zonas. Así, se buscaba evitar la 
lesión perpetua de los derechos fundamentales de las personas contiguas a la 
zona de las emergencias ambientales. 

 
Al respecto, la declaración de nulidad del TFA tuvo como consecuencia que el  
procedimiento administrativo sancionador se retrotraiga hasta el momento en el  
que el vicio se produjo. 

 
En ese sentido, bajo un nuevo Expediente N° 079-2020-OEFA/DFAI/PAS, se 
emite la Resolución Directoral N° 00621-2020-OEFA/DFAI de fecha 18 de junio 
de 2020, a través de la cual se resuelve declarar la existencia de 
responsabilidad administrativa de Petroperú, por la comisión de trece (13) 
conductas infractoras, siendo seis (6) infracciones por el derrame de Imaza, y 
seis (6) infracciones por el derrame de Morona, relativas al incumplimiento de 
lo establecido en el PAMA del ONP derrame al no realizar acciones de 
mantenimiento, y por no adoptar las acciones para controlar y minimizar los 
impactos ocasionados por el derrame, generando daño potencial y real a la 
flora y fauna; así como a la salud humana. 

 
De la misma forma, en dicha Resolución Directoral, se ordena a Petroperú que 
cumpla con las seis (6) medidas correctivas. 

 
Como se puede visualizar, las conductas infractoras expuestas son las mismas  
que se impusieron en la Resolución Directoral N° 1060-2019-OEFA/DFAI, que 
devino siendo declarada nula mediante la Resolución N° 015-2019-OEFA/TFA-
SE. Es decir, desde el 2016 que ocurrieron los derrames de hidrocarburos en 
Imaza y Morona, transcurrieron cuatro (4) años, para la determinación de 
responsabilidad administrativa contra Petroperú, y su posterior, sanción por 
incumplimiento de la norma ambiental. 
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Asimismo, esto goza de especial relevancia debido a que de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 10 del RPAS, se requiere de la determinación de la 
responsabilidad administrativa respecto de cada infracción imputada a fin de 
que el OEFA prescriba las medidas correctivas correspondientes. 

 
Corresponde determinar el marco normativo en el cual se establece el mandato 
de las medidas correctivas en los procedimientos administrativos 
sancionadores precedidos por el OEFA. En especial, debe señalarse que, de 
acuerdo con el artículo 22° de la Ley del SINEFA, el OEFA podrá imponer las 
medidas correctivas que considere ineludibles para reestablecer el efecto 
nocivo que la infracción hubiera podido producir en el ambiente, los recursos  
naturales y la salud de las personas. 

 
Al respecto, la CIDH destaca en su Informe No. 362/21 que, la demora de un 
proceso judicial puede resultar más perjudicial al daño ambiental ocasionado, 
dada la intrínseca dimensión temporal en materia de protección al medio 
ambiente (2021, p. 8). Por lo tanto, la demora en el presente procedimiento 
ambiental-administrativo sancionador implicó una mayor gravedad contra el 
medio ambiente teniendo en cuenta los daños ambientales que se generaron 
producto de los derrames de Imaza y Morona que no pudieron ser remediados 
en su momento y cuya afectación se ha prolongado en el tiempo. 

 
Aunado a lo anterior, de acuerdo con AIDA, “en muchas ocasiones 
desafortunadamente, por naturaleza, los daños ambientales pueden ser 
irremediables. Por lo tanto, la devolución de las cosas al estado anterior, como 
consecuencia de la determinación de responsabilidad, es imposible” (2008, p.  
147). 

 
Incluso, en el presente procedimiento administrativo, el daño al ambiente 
resulta aún más afectado. Durante los años 2020, 2021 y 2022, la DFAI ha 
realizado la verificación del incumplimiento de las medidas correctivas; y ante 
ello, ha resuelto imponer continuas multas coercitivas. Ello significa, que ha 
transcurrido más de tres años sin que Petroperú acredite el cumplimiento de las 
medidas correctivas impuestas; es decir, sin que se mitigue o minimice los  
daños ambientales y sociales causados producto de los derrames de petróleo 
en Imaza y Morona. 

 
V.7 Principio de proporcionalidad 

 
Respecto del principio de proporcionalidad, es importante considerar su 
reconocimiento constitucional. El Tribunal Constitucional en la Sentencia del 
Expediente N° 010-2002-AI/TC sustenta que el principio de proporcionalidad se 
consagra en el artículo 200° de la Constitución y se utiliza para evaluar la 
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validez de aquel acto que limite o restringa los derechos de las personas; en  
este caso, la aplicación de las sanciones. 

 
En el Derecho Administrativo Sancionador, según De Fuentes, “el principio de 
proporcionalidad exige que exista una proporción entre los medios utilizados y 
la finalidad buscada; es decir, un equilibrio entre la gravedad de la infracción y 
la consecuencia punitiva que se le impone” (2005, p. 245). Por lo expuesto, 
conforme con el principio de proporcionalidad, la sanción impuesta debe 
corresponder a la gravedad de la conducta infractora; y debe ser lo 
suficientemente severa para prevenir que el infractor se beneficie de su 
actuación ilícita (Granados y Villa, 2013, p. 47). 

 
De esta manera, el TFA en sus Resoluciones Nº 568-2022-OEFA/TFA-SE de 
fecha 28 de diciembre de 2022, N° 075-2023-OEFA/TFA-SE de fecha 16 de 
febrero de 2023 y N° 138-2020-OEFA/TFA-SE de fecha 24 de agosto de 2020, 
señala que el principio de razonabilidad esta materializado en la medida en que 
las sanciones a imponerse sean proporcionales a la infracción. 

 
Para este efecto, en el marco legal, el numeral 3 del artículo 248 del TUO de la 
LPAG, dispone que, en función del principio de razonabilidad, las sanciones 
para ser aplicables deberán observar criterios de graduación, entre ellos: i) El 
beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción; ii) La gravedad del  
daño al interés público y/o bien jurídico protegido; iii) El perjuicio económico 
causado. 

 
En materia de análisis, conforme se menciona en la Sentencia recaída en el  
Expediente N° 045-2004-PI/TC, cabe resaltar que el principio de 
proporcionalidad comprende, tres subprincipios: idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. Esto se plasma en el test de 
proporcionalidad que, de acuerdo con Rubio, “está directamente relacionado 
con el valor superior justicia; y, constituye, por tanto, un parámetro 
constitucional necesario para determinar el funcionamiento de los poderes 
públicos, particularmente cuando este afecta el ejercicio de los derechos 
fundamentales” (2011, p. 32). 

 
En cuanto al procedimiento correcto para la aplicación del test de 
proporcionalidad, el Tribunal Constitucional en el Expediente N° 579-2008-
PA/TC ha establecido que “toda decisión que afecte un derecho fundamental 
debe someterse, en primer término, a un juicio de idoneidad, es decir, si la 
restricción del derecho es adecuada al fin que se pretende proteger”. 

 
En segundo lugar, realizado y aprobado el primer análisis, se procede a cotejar 
si existen medios alternativos al amparado. En ese sentido, se realiza una 
comparación entre medios; el medio elegido que interviene en la esfera de un 
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derecho fundamental y, las hipotéticas alternativas que se pudieran adoptar  
para alcanzar el mismo fin. 

 
Finalmente, en un tercer momento, luego que la medida supere los juicios  
anteriores, corresponde el análisis de ponderación entre los principios en 
conflicto. Por tanto, en el particular, se debe cumplir con la ley de la 
ponderación que establece que, cuanto mayor es el grado de insatisfacción o 
afectación a un principio, tanto mayor tiene que ser la satisfacción de otro. 

 
V.8 Aplicación al caso concreto respecto del principio de 

proporcionalidad 

 

Respecto de la interrogante de si la declaración de nulidad era la solución 
idónea, necesaria y proporcional para salvaguardar el derecho al debido 
proceso del administrado, es negativa; en tanto, se afectaba un bien jurídico 
constitucionalmente protegido como es el derecho a gozar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado. 

 
En primer lugar, respecto del análisis de idoneidad, la declaración de nulidad de 
las conductas infractoras es idónea. Se tiene como objetivo que el administrado 
tenga conocimiento certero de los hechos que se le imputan y sea viable la 
correcta determinación de responsabilidad administrativa sin vulnerar el 
principio del debido proceso. 

 
Por tanto, debido a que en el presente procedimiento administrativo 
sancionador no se cumplió con informar las infracciones imputadas y el 
correcto procedimiento administrativo en el que se encausaba, la declaración 
de nulidad busco proteger el derecho al debido proceso del administrado 
(Petroperú); por lo que se cumple con la relación entre el medio adoptado y el  
fin propuesto. 

 
Luego, se procede a realizar el análisis de necesidad. En el presente caso, la 
declaración de nulidad era un medio necesario para alcanzar el objetivo, la 
protección del derecho al debido proceso. 

 
Al examinar si existían otros medios alternativos igualmente eficaces o que 
sean menos gravosos para obtener el mismo fin; de una comparación entre 
medios, se puede concluir que no existían otros medios que hicieran posible 
proteger el derecho al debido proceso debido a que en el presente caso no se 
determinó la delimitación de la conjunción de las vías procedimentales sean 
ordinarias y excepcionales, afectando el derecho del administrado de conocer 
las reglas aplicables con la debida anticipación y diligencia. 

 
Finalmente, aplicado el análisis de necesidad, el siguiente paso del test de 
proporcionalidad, de acuerdo con lo expresado en la sentencia recaída en el 
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Expediente N° 579-2008-PA/TC, consiste en determinar el peso o 
trascendencia de los principios jurídicos en conflicto. 

Al respecto, teniendo como base la aplicación del subprincipio de 
proporcionalidad en sentido estricto o ponderación, se va a verificar si en una 
comparación entre el grado de realización u optimización del fin constitucional 
del derecho al debido proceso y la intensidad de la intervención en el derecho a 
gozar de un medio ambiente sano y equilibrado, cuanto mayor es la intensidad 
de la afectación de este derecho último, tanto mayor es el grado de realización 
u optimización del fin constitucional del derecho al debido proceso del
administrado.

En ese sentido, se debe tener en cuenta que el Tribunal Constitucional ha 
señalado en reiterada jurisprudencia, por ejemplo, conforme con lo dictado en 
el fundamento 145 de la Sentencia N° 0011-2015-PI/TC, que el contenido 
constitucionalmente protegido del derecho fundamental a un medio ambiente 
equilibrado y adecuado, se compone por: a) el derecho a disfrutar de un medio 
ambiente adecuado y equilibrado; y b) el derecho a la preservación del medio 
ambiente. 

Así, el derecho a la conservación del medio ambiente implica el cumplimiento 
por parte de los poderes públicos de la obligación de mantener los activos  
ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute a través del poder  
de policía. Sin embargo, al no sancionar las infracciones ambientales, como en 
el presente caso mediante la declaración de nulidad, se elimina una 
herramienta que desalienta la comisión de tales infracciones. 

Se debe considerar que se puede causar un daño irreparable al medio 
ambiente con una sola acción, pese a que luego se implementen medidas de 
corrección y reparación; por lo que es primordial su prevención. 

En el caso particular, ocurrieron dos derrames de hidrocarburos a lo largo de 
los tramos del ONP, los cuales suscitaron daños potenciales y reales a la flora, 
fauna y salud humana en las zonas próximas de los derrames de petróleo 
crudo en Imaza y Morona. La gravedad de los daños generados dejó en 
evidencia que Petroperú no ejecutó de manera inmediata las acciones para 
contener la situación de derrame y atenuar los efectos negativos. 

En ese sentido, teniendo en cuenta lo mencionado por la CIDH, la preservación 
del medio ambiente es un derecho fundamental para la conservación de la 
humanidad, y, la garantía de su contenido legal es una herramienta esencial 
para el disfrute del derecho a la salud (2020, p. 31); por lo que la degradación 
al medio ambiente tuvo como consecuencia daños irremediables en las 
personas. 
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Asimismo, en virtud de los medios de prueba obrantes en el expediente 
administrativo, sí se configuraron los elementos constitutivos de daños 
ambientales, conforme lo dispuesto en el artículo 142° de la LGA; razón por la 
cual el TFA debió considerar la probanza de los daños socioambientales al  
momento de resolver la declaración de nulidad de doce infracciones. 

 
Por otro lado, conforme lo expuesto anteriormente, se debe tener en cuenta 
que, la demora en la determinación de la responsabilidad administrativa había 
implicado una mayor lesividad al medio ambiente, considerando que los daños 
ambientales no pudieron ser remediados en su momento y cuya afectación se 
había prolongado en el tiempo; lo que sería agravado con la declaración de 
nulidad. 

 
De modo que, a partir del análisis realizado, se identifica que el derecho a un 
medio ambiente sano y equilibrado resulta muy afectado a través de la 
declaración de nulidad del TFA, en comparación con el grado de satisfacción  
del derecho al debido proceso del administrado. 

 
Por lo que, en efecto, la declaración de nulidad de las conductas infractoras era 
idónea y necesaria; no obstante, respecto del subprincipio de proporcionalidad 
en sentido estricto o ponderación, el derecho a un medio ambiente adecuado y 
equilibrado resulta altamente afectado a través de la declaración de nulidad del 
TFA, en comparación con el grado de satisfacción del derecho al debido 
proceso del administrado. En atención a lo cual, la decisión final del TFA no 
cumple con el test de proporcional en razón de la grave vulneración al derecho 
al medio ambiente. 

 
 
VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 

 

El TFA utilizó como argumento para desestimar el procedimiento administrativo 
sancionador y declarar la nulidad de las infracciones ambientales, la no 
comunicación al administrado por parte de la Autoridad Instructora de la 
coexistencia de vías procedimentales diferentes como son la ordinaria y la 
excepcional; y su consecuente desacumulación en dos procedimientos 
administrativos que permita analizar cada caso conforme las reglas aplicables 
al mismo. 

 
Esta circunstancia, a juicio del TFA, no permitía la conservación del acto, en la 
medida en la que, la determinación de la vía procedimental está directamente 
relacionada con la viabilidad de declarar la responsabilidad administrativa por  
hechos que se enmarcan en un procedimiento excepcional que no fue 
señalado por la Autoridad Instructora en la imputación de cargos. 
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En particular, se señala que la correcta determinación de la vía procedimental 
aplicable a cada caso particular, no se ciñe a una somera distinción entre la 
afinidad de los distintos hechos infractores –así como los tipos de infractores en 
los que en estos se puedan subsumir– que emerjan de la incoación de un único 
procedimiento; sino que son precisamente las peculiaridades de los distintos 
regímenes jurídicos que se apliquen en uno y otro caso, tales como la 
posibilidad de sancionar pecuniariamente la comisión de una conducta 
infractora; la habilitación únicamente para determinar la responsabilidad 
administrativa; e incluso la viabilidad de aplicar la figura del concurso de 
infracciones, las que generan la necesidad de su delimitación. 

 
Desafortunadamente, la declaración de nulidad de las infracciones y 
revocatoria de las medidas correctivas tuvo como consecuencia que los daños  
ambientales y sociales causados producto de los derrames de petróleo en 
Imaza y Morona se prolonguen en el tiempo y continúen afectando el ambiente 
y la población. 

 
Incluso reiteramos que, durante los años 2020, 2021 y 2022, la DFAI ha 
constatado el incumplimiento continuo de las medidas correctivas que 
permanecieron luego de la Resolución del TFA; por lo que Petroperú en estos  
tres años no ha acreditado la remedición de los daños ambientales. 

 
Cabe aclarar que la finalidad del sistema de justicia ambiental debe ser contar 
con una fiscalización efectiva y razonable, que promueva la restauración 
ambiental, potencialmente disuasiva, que tampoco implique la parcialidad y la 
confiscatoriedad. 

 
No obstante, ha quedado en evidencia que el TFA mediante esta decisión ha 
priorizado salvaguardar el derecho al debido proceso del administrado y el  
deber de la Administración de definir la vía procedimental y ejecutar la 
desacumulación de imputaciones, a través de la declaración de la nulidad de 
doce (12) infracciones; en contravención del derecho a gozar de un ambiente 
sano y equilibrado (artículo 2, inciso 22 de la Constitución), y la protección al  
principio de prevención ambiental y no regresión; teniendo en consideración 
que este derecho goza de especial relevancia al estar interrelacionada con 
otros derechos, como son el derecho a la salud y la obligación estatal de 
conservar los recursos naturales. 

 
En definitiva, la no sanción por la comisión de infracciones graves a la flora y 
fauna colocó en situación de indefensión a la protección del medio ambiente. 
La creación de este desincentivo ambiental de evitar castigar conductas 
sancionables tiene, en este caso, una alta relevancia al generarse un daño 
gravoso al medio ambiente como es un derrame de hidrocarburos que tuvo 
como consecuencia la afectación a los recursos naturales, los cuales son 
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utilizados como medio alimenticio para la población aledaña a los derrames de 
Imaza y Morona, así como la vulneración a su derecho a la salud. 

 
Es por este motivo que, en este caso, la alternativa que permitía mantener  
indemne el derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado era 
que el Órgano Resolutivo del OEFA, es decir, la TFA, con los medios 
probatorios obtenidos durante el procedimiento, disponga la desacumulación 
de las imputaciones y ejercer su potestad sancionadora resolviendo, por un  
lado, las sanciones aplicables en el caso del procedimiento ordinario; y, por  
otro, las medidas correctivas en el caso del procedimiento excepcional. 
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